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Aplicación de la indemnización integral al Proceso Penal Militar para lograr una 

cohesión normativa y aplicar la extinción de la acción penal1 

 

Rene Mauricio Monroy Bernal2  

 

Resumen 

 

La indemnización integral como figura jurídica procesal para dar por terminado 

un proceso penal, al ser estudiada, evidencia una laguna en la regulación normativa 

respecto al procedimiento penal ordinario actual (Ley 906), teniendo que acudirse a 

normas procesales anteriores, como lo es la Ley 600 de 2000. Ahora, en el Proceso 

Penal Militar en su parte procedimental se encuentra ausente esta regulación, lo que 

limita el consenso entre el sujeto activo y el sujeto pasivo o la víctima, para poder 

resarcir el daño ocasionado con la conducta punible, respecto de los tipos penales 

comunes descritos en el Código Penal Colombiano que admiten esta forma de 

terminación y que son investigados por la jurisdicción especial militar, ya que no aplica 

en los delitos especiales militares, por su naturaleza. Es por ello, que, si se diera la 

aplicación de esta causal de terminación, se lograría la extinción de la acción penal 

militar, permitiendo que la administración de justicia castrense fuese más eficaz y 

efectiva, siempre respetando los principios procesales y constitucionales. Siendo 

necesario hacer un análisis normativo en este trabajo, para mirar la forma en la que 

esta figura podría ser integrada al Proceso Penal Militar, teniendo  en cuenta la 

concepción doctrinal que describieron los autores Antonio González, Hans Joachim 

Hirsch y Claus Roxin, así como la aplicación del estudio analógico implementado en 

la investigación documental de textos jurídicos, jurisprudenciales -nacionales e 

internacionales- y legales que sirvieron como fundamento para la respuesta al 

cuestionamiento de investigación.  

 
1 Resultado de la investigación para optar al grado de Máster en Derecho Procesal Penal de la Universidad 
Militar Nueva Granada.  
2 Abogado de la Gran Colombia, Especialista en Servicio de Policía, Especialista en Procedimiento Penal 
Constitucional y Justicia Militar de la Universidad Militar Nueva Granada, Conciliador en Derecho, Capitán de 
la Policía Nacional de Colombia. Juez de Instrucción Penal Militar.  
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Application of comprehiensive compensation to the Military Criminal Procedure to 

arhieve regulatory cohesion and aplly the termination of criminal action 

 

Abstract 

Comprehensive compensation as a procedural legal figure to terminate a 

criminal process, when studied, shows a gap in the normative regulation regarding the 

current ordinary criminal procedure (Law 906), having to resort to previous procedural 

rules, such as the Law 600 of 2000. Now, in the Military Criminal Process in its 

procedural part, this regulation is absent, which limits the consensus between the active 

subject and the passive subject or the victim, in order to compensate the damage caused 

by the punishable conduct, regarding of the common criminal types described in the 

Colombian Penal Code that admit this form of termination and that are investigated by 

the special military jurisdiction, since it does not apply to special military crimes, due 

to their nature. That is why, if this termination cause were applied, the extinction of 

military criminal action would be achieved, allowing the military justice 

administration to be more efficient and effective, always respecting procedural and 

constitutional principles. Being necessary to make a normative analysis in this work, 

to look at the way in which this figure could be integrated into the Military Criminal 

Process, taking into account the doctrinal conception described by the authors Antonio 

González, Hans Joachim Hirsch and Claus Roxin, as well as the application of the 

analog study implemented in the documentary research of legal, jurisprudential -

national and international- and legal texts that served as the basis for the answer to the 

research questioning. 

 

Key words: Integral Compensation, Military Criminal Process, Regulatory Cohesion, 

Criminal Action, Procedural Stages, Extinction. 
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Introducción  

 

La indemnización integral es una figura jurídica adoptada en los sistemas jurídicos en 

la actualidad, debido a las transformaciones de carácter de visualización de los sujetos que 

intervienen en los procesos penales y se configuran por medio de las políticas criminales que 

asumen los Estados, así, como la adopción de modelos de reparación guiados a la 

restauración integral de los derechos vulnerados de las víctimas, perjudicados o sujetos 

pasivos, quienes para el presente caso se configuran como tal por medio de la comisión de 

una conducta punible. Mediante la aplicación de la indemnización integral en el proceso 

penal, se permite que el sujeto activo de la conducta y el sujeto pasivo y/o víctima de la 

misma, tomen una vía alternativa dentro del procedimiento penal, que les permite desde la 

consensualidad opuesta de sus roles, reparar el daño ocasionado con la comisión del punible 

y extinguir la acción penal, cuando se trata de delitos comunes que admiten este tipo de 

manifestación.  

 

Dentro de la normatividad procesal en Colombia, se han establecido formas 

alternativas para dar por terminado un proceso penal, que desde su aplicación constituyan 

una solución jurídica satisfactoria para los sujetos pasivos y/o víctimas, el sujeto activo y el 

Estado, dentro de estas soluciones jurídicas de tipo alternativo, en una de las normas 

configurativas de la aplicación de la norma penal en Colombia, se instauró la figura jurídica 

denominada como indemnización integral, pero esta figura jurídica con los cambios de 

sistemas penales ha sido excluida de la normatividad actual - sustancial y procesal-, y de la 

misma forma no se encuentra dentro de la normatividad que rige el Proceso Penal Militar.  

 

La configuración del problema jurídico, se determina en cómo aplicar la figura 

jurídica de indemnización integral ante la Jurisdicción Penal Militar, por carecer de normas 

claras y así poder dar por terminada la acción penal, distinto a lo que sucede en la jurisdicción 

ordinaria ya que en sus procesos se dio claridad jurisprudencial con alcance de su 

aplicabilidad, por tanto, si bien es cierto la normatividad que rige el Proceso Penal Militar en 
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su parte sustantiva tiene disposiciones que permiten la extinción de la acción penal, 

procesalmente hablando queda excluida la aplicación de la indemnización integral, lo que 

consecuentemente hace que haya una diferenciación procesal entre la dos jurisdicciones 

penales, que no permite el pleno desarrollo de los sujetos procesales para emplear dicha 

figura jurídica en el Proceso Penal Militar, en cuanto respecta a los tipos penales comunes 

descritos en el Código Penal Colombiano y los cuales conceden esta facultad.  

 

La presente investigación se justifica en la necesidad que tiene el Proceso Penal 

Militar para modernizarse, acorde a los lineamientos internacionales en materia de Derechos 

Humanos que se encuentran directamente relacionados con el desarrollo procesal respecto a 

los sujetos procesales pasivos y activos de la conducta punible, a fin, que sus derechos sean 

íntegramente respetados por la punibilidad ejercida por el Estado, sin embargo 

legislativamente los pasos para conseguir una Jurisdicción Penal Militar han sido limitados 

e insuficientes, quedando esta jurisdicción penal especializada rezagada respecto al 

desarrollo que ha surtido progresivamente en los últimos años dentro de la Justicia Penal 

Ordinaria, que permite por ejemplo que esta última justicia sea más ágil en su administración 

de justicia respecto a la Justicia Penal Militar, debido a que la norma que regula penalmente 

a la Justicia Penal Ordinaria, dispone de figuras jurídicas que permiten que las partes 

procesales tengan alternativas para terminar de manera anticipada el proceso, hecho que no 

es factible de aplicar dentro de la Justicia Penal Militar, como lo es el principio de 

oportunidad.  

 

Se establece así que, dentro de la Justicia Penal Militar, no se puede aplicar la figura 

de indemnización integral, aun cuando exista un consenso entre las partes para reparar el 

daño causado por la comisión de la conducta punible, que no solo sea de carácter económico, 

sino tal y como lo indica la figura, la reparación fuese integral; lo cual limita a quienes 

administran justicia denominados como Jueces y Fiscales en materia penal militar, pues aun 

así bajo la manifestación de las partes, no se encuentran facultados para dar por terminado 

un proceso acorde a las circunstancias presentadas y aducidas. Ha de tenerse en cuenta, que, 

aunque las partes pueden acceder a otras figuras dispuestas en la normatividad penal militar 

para que se decrete la extinción de la acción penal, dichas figuras jurídicas tienen 
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consecuencias diferentes para las partes procesales, que no se asemejan al resultado esperado 

con la aplicación de la indemnización integral.  

 

De lo anterior, se desprende igualmente una discriminación de tipo normativo en su 

carácter procesal que afecta a todos los sujetos procesales dentro de la Justicia Penal Militar, 

pues no permite que los operadores judiciales administren justicia bajo los principios 

procesales característicos de los procedimientos penales no solo regulados en la legislación 

nacional, sino delimitados por organismos jurídicos de carácter internacional, que son 

vinculantes a través de lo dispuesto en la Constitución Política de Colombia. Igualmente, 

dicha discriminación opera sobre los sujetos activos y los sujetos pasivos inmersos en el 

proceso penal, debido a que no se les permite manifestar su voluntad consensuadamente 

sobre sus propios derechos al verse inmersos en un proceso especializado, situación que sí 

sería posible en el marco de la aplicabilidad del proceso penal ordinario, lo que evidencia 

una vulneración de los derechos de estos sujetos procesales dentro de la Justicia Penal Militar.  

 

La pregunta de investigación se encamina a determinar cuál sería la manera jurídica 

más adecuada desde el marco legal y jurisprudencial, para integrar al Proceso Penal Militar 

la figura jurídica correspondiente a la indemnización integral, a fin de que se pueda dar por 

terminado el Proceso Penal Militar, por conductas comunes descritas en el Código Penal 

Colombiano y que admitan esta condición, las cuales son investigadas por la jurisdicción 

especializada.  

 

A fin de poder dar una respuesta fundamentada desde el ámbito legal, jurisprudencial 

y doctrinario, se estableció como objetivo general: Explicar mediante el análisis analógico la 

figura jurídica de la indemnización integral para la cohesión normativa dentro del proceso 

penal militar, por los delitos comunes previstos en el Código Penal Ordinario y que admiten 

esta figura. Consecuentemente se constituyeron como objetivos específicos los siguientes: 

Evidenciar cómo la figura jurídica de la indemnización integral se encuentra distorsionada 

en el proceso penal militar respecto al proceso penal ordinario en Colombia; argumentar qué 

importancia tiene la adopción de la figura jurídica de la indemnización integral dentro del 

proceso penal militar en relación con la extinción de la acción penal; y por último 
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fundamentar con base en la aplicación del método analógico la pertinencia y necesidad de la 

figura jurídica de la indemnización integral dentro de dicho proceso, por conductas descritas 

en el régimen común y que son de competencia de la jurisdicción castrense.  

 

La aplicación metodológica se realizó enfocada desde la realización de una 

investigación clasificada como socio jurídica, permitiendo observar un panorama amplio 

sobre el tema central que corresponde al problema jurídico, por esta misma razón, el enfoque 

dado a la investigación fue de tipo funcionalista el cual permitió adaptar la ciencia del 

Derecho y el proceso penal en un solo lineamiento respecto a los fines y los principios de la 

política criminal establecida en el Estado Colombiano, lo anterior evidenció que la presente 

investigación tuviera un alcance proyectivo desde la cohesión normativa en materia penal 

militar y materia penal ordinaria, estableciendo cómo operaría la figura jurídica denominada 

indemnización integral dentro del proceso penal militar, que permitiera la extinción de la 

acción penal en los tipos penales descritos en el Código Penal Colombiano.  

 

También se hizo uso de la relación disciplinar, pues obedecía al estudio de la norma 

penal desde su eficacia y eficiencia en la práctica procesal, usando como técnica de 

validación para la triangulación, el estudio legal y jurisprudencial del concepto de 

indemnización integral en relación con los sujetos procesales, lo que permitió identificar la 

viabilidad en la aplicación de este concepto en el proceso penal militar, evidenciando sus 

consecuencias en el pleno desarrollo de la administración de justicia.  

 

1. La indemnización integral 

 

La indemnización integral es una figura jurídica que respecto a otras de su misma 

clase, viene a ser reciente en la aplicabilidad del Derecho Contemporáneo y, en el marco de 

los sistemas penales procesales del mundo, por ello, es necesario delimitar y definir que se 

ha entendido por “indemnización integral” trayendo a colación su evolución doctrinaria y 

como se ha autodefinido a lo largo de la historia.  
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1.1.  Conceptualización de la indemnización integral en el sistema procesal 

 

La evolución del concepto de indemnización integral, trae inmersos conceptos de 

reparación, indemnización de perjuicios y restablecimiento del derecho, los cuales han 

transitado por el derecho civil respecto del daño y las causas del mismo, siendo incorporado 

en el derecho penal a partir de teorías positivistas; miremos la postura de Adolfo Merkel, el 

cual indica que las medidas reparadoras eran indispensables para restituir las cosas sustraídas 

a la víctima, así como la indemnización de los perjuicios causados, los cuales servían para el 

fin mismo de las penas y garantizar el interés común amparado por ley (Merkel, 1910). Este 

reconocimiento trajo consigo nuevas formas sustitutivas para la aplicación de la penalidad 

en la comisión de conductas punibles, así:  

 

Entre los resultados producidos por las infracciones jurídicas y que han de ser 

reparados conforme a dicho fin, los hay en general que no pueden ser reparados por 

medio de las penas y sí por medio de aquellas otras consecuencias jurídicas, o para 

cuya reparación son más especialmente adecuadas estas últimas que no las penas. 

 

Cuando uno por ejemplo ha sido privado de una cosa, mediante una acción 

antijurídica no se logra devolverle esa cosa, ni tampoco el valor patrimonial que la 

misma tenga para él, castigando al autor de la infracción. Pero puede acontecer esto 

si la autoridad manda a apoderarse de la cosa o de otro objeto de igual valor. De esta 

suerte se llega a establecer en la especial esfera de los intereses patrimoniales 

inmediatamente afectados una situación que equivalga y hasta que sea 

específicamente igual a aquella que habría continuado existiendo sino hubiera tenido 

lugar la violación del derecho. Pero el derecho se propone en general, restablecer y 

prestar garantía hasta donde sea posible, conforme a los más especiales caracteres de 

las mismas (González, 2012, p. 384,385). 

 

Es así, como la posición positivista es considerada la primera en pronunciarse 

respecto de la defensa de los perjudicados en el derecho penal y de la responsabilidad que 

tiene el Estado para hacer cumplir los deberes para con los ciudadanos, respecto de la 
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indemnización producto de la consecuencia de la comisión de un hecho delictivo, tal como 

se puede observar en lo expuesto por Enrico Ferri (1993) quien afirma que:  

 

La reparación del daño sufrido por las víctimas del delito puede ser considerada desde 

tres aspectos: a) Como la obligación del delincuente hacia la parte ofendida; b) como 

sanción con que se sustituya la pena de reclusión en los pequeños delitos cometidos 

por delincuentes ocasionales; c) como función social perteneciente al Estado en 

interés directo del particular perjudicado, aunque también en interés indirecto y no 

menos real de la defensa social. (Ferri, 1993 citado por González, 2012, p. 391). 

 

Desde el mismo enfoque se tiene la postura de Rafael Garófalo, quien propone como 

forma de represión adecuada para determinados delincuentes, la de constreñirlos a reparar el 

daño causado a las víctimas, la cual debería ejercerse con fines sancionatorios y con fines 

preventivos, haciendo una serie de críticas de los principios dominantes en la legislación y 

en la jurisprudencia, reflexionando acerca en dos fines que debería buscar el Estado cuando 

se comete un delito: la tutela de la sociedad contra semejantes atentados y la reparación del 

daño (Garofalo, 1890)  

 

Por el contario y partiendo de las posturas positivistas las cuales se fueron quedando 

atrás respecto de las realidades sociales, Claus Roxin bajo un enfoque de tipo funcionalista, 

considera que la reparación del daño contribuye a la idea defendida por él mismo en la 

prevención general de la integración, pues con ella se restablece la paz jurídica y la 

comunidad, a la vez que el delincuente solo considera superada la perturbación social 

producida por el delito cuando se ha reparado el daño, indicando entonces que es frecuente 

que no sea necesario la imposición de una pena, en los términos descritos por la ley (Roxin, 

1981).  

 

Es allí, precisamente donde el Derecho penal debe tener una configuración más liberal 

o represiva, más benévola o estricta, es una cuestión a la que en tiempos cambiantes y en 

numerosos países responde de diferente manera, y sobre la que, probablemente nunca se 

lograra un consenso a nivel jurídico penal en las diferentes legislaciones existentes. En 
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cambio, en los últimos años surge una nueva corriente político criminal en Alemania que en 

casi todos los países de América Latina ha encontrado interés y un amplio acuerdo, descrita 

como Alternativ-Entwurf Wiedergutmachung (AE-WGM): donde se hace la inclusión de la 

reparación en el sistema penal de sanciones. En la mayoría de los casos ello va vinculado al 

esfuerzo por alcanzar un acuerdo de compensación, es decir, lo que se denomina una 

reconciliación entre el autor de la conducta punible y la víctima (Roxin, 1981).  

 

El pensamiento de Roxin es funcionalista porque busca la adaptación del Derecho 

penal a ciertos fines y principios de política criminal, estables en la naturaleza propia del 

Estado de Derecho, que entre los años de 1930 y 1940 ve su alcance con una tendencia 

valorativa, pero que su mayor auge se da a mediados de los años 60 en adelante, donde este 

nuevo esquema nace al presentarse los conflictos generados entre los esquemas penales de 

tipo causalistas y finalistas, debido a la contraposición que se origina a partir de definir cuál 

esquema era más apto para el desarrollo de la teoría del delito, disyuntiva que fue 

aprovechada por el funcionalismo penal para establecer sus derroteros y aplicar así sus ideas 

ampliamente. 

 

Este pensamiento genera nuevos conceptos, reubica nociones anteriores, replantea 

todas las categorías dogmáticas, que encaminan conceptos a partir de la funcionalidad de los 

fines de la pena, de donde surge el denominado proyecto alternativo sobre la reparación como 

producto de un trabajo de profesores alemanes, austriacos y suizos, con la proposición de la 

reparación como consecuencia del hecho mediante una prestación voluntaria del autor de la 

comisión de una conducta punible. A la luz de la restauración de la paz jurídica, la reparación 

debe ser en primer lugar a favor del lesionado o sujeto pasivo de la conducta y/o de la víctima 

y, cuando está reparación no sea posible, no se observe ningún resultado o no sea suficiente 

por sí misma, entonces entra a concebirse una reparación a la colectividad o reparación 

simbólica (González A. , 2012). 

 

Ahora bien, para Hans Joachim Hirsch (1989) la protección de la víctima y la 

compensación del autor a la víctima están actualmente en el centro de la discusión político 

criminal en el mundo. Durante la euforia de la resocialización, en los años sesenta y 
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comienzos de los setenta, la atención estaba fijada exclusivamente en el sujeto activo de la 

conducta punible, mientras que ahora se dirige la mirada al ofendido, sujeto pasivo o víctima 

de un modo no menos comprometido. Esto anuncia el redescubrimiento de la víctima del 

delito, no solo para la reparación del daño sino para la búsqueda de la verdad y justicia 

(Maier, 1992). 

 

Dentro de legislación colombiana se había negado a las víctimas una participación 

activa en el proceso penal y solo se reducía su participación a la constitución de parte civil, 

desconociendo nuevas teorías que abogaban por permitírsele jugar un papel importante 

dentro de la construcción de justicia, en la medida que actuaran con carácter conciliatorio y 

de forma activa para sentirse reparados, con el propósito de poner fin a un proceso penal 

subyacente en la conducta delictiva; sin embargo, en la Asamblea Nacional Constituyente 

que dio un nuevo giro a partir de 1991 con la construcción de la nueva Constitución Política, 

los lesionados, sujetos pasivos y/o las víctimas de una conducta punible han adquirido un 

protagonismo esencial dentro del proceso penal, dando como resultado la elaboración de las 

nuevas leyes que se materializan en la construcción de códigos penales y de procedimiento 

penal centrados e inscritos en la constitucionalización de las normas, dando un enfoque 

diferente a la normatividad colombiana para que se ocupe de los derechos de los lesionados, 

reconociendo facultades y posibilidades de intervención en los procesos para reclamar 

verdad, justicia y reparación, entendida esta última como la indemnización o resarcimiento 

de perjuicios que se le hayan ocasionado por la comisión de un delito (Calvache, 2012), bajo 

un enfoque funcionalista traído de las teorías alemanas. 

 

De ahí, que la Constitución Política de Colombia señale en su artículo primero que es 

un Estado social de derecho y una democracia participativa, observando  como los derechos 

de las víctimas de un delito resultan constitucionalmente relevantes, por cuanto son 

inherentes a los fines mismos del Estado y a la organización de las estructuras 

gubernamentales a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de tal 

manera que sea capaz de garantizar jurídicamente la efectividad de los principios, los 

derechos y deberes de los asociados (Corte Constitucional de Colombia, 2016). De cierta 

forma, a la víctima de un delito, a sus herederos o causahabientes se le debe garantizar la 
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posibilidad de un acceso real a la administración de justicia, en condiciones de igualdad y en 

la reparación del daño ocasionado por el punible (Herran, 2013, p, 109) 

 

  Por esta razón el constituyente elevó a rango constitucional el concepto de víctima 

cuando en el numeral primero del articulo 250 superior, estableció como deberes de la 

Fiscalía General de la Nación: “tomar las medidas necesarias para hacer efectivos el 

restablecimiento del derecho y la indemnización de los perjuicios ocasionados por el delito” 

(Corte Constitucional Colombiana, 2016, p. 67). 

 

Por lo cual el enfoque que se da en el desarrollo de la investigación es el 

funcionalismo descrito por Roxin, pues el sistema científico en materia penal en el transcurso 

del tiempo ha superado numerosas corrientes doctrinarias que han sido construidas por las 

posturas dadas en diferentes épocas, pero con semejanzas respecto de la idea de una creación 

normativa penal que establezca límites al Ius Puniendi – Poder Punitivo del Estado-. Es así, 

como lo mencionado anteriormente que el positivismo jurídico orienta su concepción hacia 

la reglamentación normativa de conductas humanas de percepción de mandato y de 

prohibición de acción, siendo nada más un proceso de identificación de fenómenos de 

causalidad, posiciones alejadas a las realidades cotidianas. 

 

Lo que trajo el funcionalismo es una construcción de diversas concepciones para 

contrastarlas con la realidad social, sustituyendo criterios estáticos por nuevos principios para 

una readaptación de postulados, los cuales buscan que los límites del poder punitivo del 

sistema penal sean objetivos. Dándose este enfoque en la indemnización integral como una 

figura jurídica de importancia para la búsqueda de justicia, verdad y reparación en torno a la 

víctima, como parte de la evolución de la finalidad de las penas.  

 

1.2.  Evolución de la indemnización integral en el Derecho Contemporáneo 

 

Las diferentes maneras de restaurar a las víctimas dentro de los procesos penales han 

tenido un auge en el último siglo, definiendo el curso de las investigaciones y volviéndose 

un pilar fundamental en la búsqueda de verdad, justicia y reparación, por lo que la figura de 
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daño y su respectiva reparación se ha introducido en todas las ramas del Derecho, se ve como 

el Derecho Civil fue el primero en abordar estos temas y de ahí se ha permitido que las 

investigaciones tengan una mayor amplitud hasta llegar a jurisdicciones especializadas como 

la Justicia Penal Militar. 

 

Para realizar el análisis de diferentes investigaciones que guardan relación con la 

indemnización integral, como forma de poder dar por terminado un proceso penal militar, se 

hace bajo un método de asociación, observando como el daño que se genera de una conducta 

penal común, se puede reparar en gran medida con temas integrales, para la construcción de 

una justicia eficaz y efectiva, es por eso que se parte del desarrollo histórico del daño y la 

forma de resarcir el mismo y que cambios se han dado en los diferentes sistemas procesales 

penales.  

 

De igual forma evidenciar como se ha usado la indemnización para satisfacer a los 

intervinientes en un proceso penal buscando un perdón judicial; y para terminar se busca 

como se puede avanzar en la construcción de la aplicabilidad en la Justicia Penal Militar de 

la indemnización integral con las características propias que se le ha dado desde la 

Constitución y la normatividad a la función de la Fuerza Pública. 

 

La primera respuesta del desarrollo que ha tenido la responsabilidad frente al daño, 

se observa por la vida social, ya que es inherente al ser humano, trazando una evolución de 

lo natural “instinto de venganza de quien era víctima de un daño”, siendo esa etapa histórica 

el principio de como desagraviar dichos comportamientos y buscando un resarcimiento o 

reparación del daño, bajo composiciones de organización social, haciendo su aparición la 

estructura de estado (Vidal, 2001). Esto comienza a dar las bases para la diferenciación de 

los tipos de responsabilidad civil como responsabilidad penal, donde la influencia europea 

emanada del Código Napoleónico, refiere a esta institución como la responsabilidad que nace 

de los delitos y de los cuasidelitos, diferenciándose entre las obligaciones voluntarias y 

obligaciones que se forman sin convención (Cruz, 2005), dándose la base sobre la cual se 

registraba la idea que el Derecho Civil no se encarga de castigar faltas sociales, sino lo que 

hacía era organizar las relaciones entre personas, donde innegablemente, en muchos casos de 
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responsabilidad extracontractual se requiere no solamente de una reparación a la víctima sino 

también de una sanción a quien ha faltado a ciertas reglas establecidas en función del orden 

social (Trazegnies, 2005). 

 

 Bajo esa óptica y la figura inquisitiva se establece como modelo para la solución de 

conflictos, se entendió que el juez era el único que tenía competencia para que a través de la 

represión en materia civil y administrativa, que surgiesen del proceso penal, se diera la 

reparación como un medio de indulgencia judicial, el cual se podía levantar o revocar para 

dictar una nueva decisión.  

 

De acuerdo con Domínguez (2010) en cuanto al principio de reparación integral, tal 

cual ha sido clásicamente reconocido, manda que el perjuicio sea el límite de la reparación, 

se indemniza todo el perjuicio, pero nada más que el perjuicio. Este principio forma parte del 

sistema de responsabilidad civil y más ampliamente aún, del sistema general de reparación 

del daño con limitaciones, las cuales dependen de los criterios jurisprudenciales que a la vez 

carecen de un sistema que permita una uniformidad en la reparación. 

 

Por lo que se refiere a Uprimmy Yepes (2010) es deber del Estado reparar a las 

víctimas como un principio o mandato de optimización y no como regla estricta o mandato 

definitivo, traduce a que esta obligación debe ser ponderada frente a consideraciones de 

justicia distributiva y debe en ciertos casos ceder ante esas consideraciones, es decir, el deber 

de reparar ese daño podría limitarse o incluso eliminarse, si la afectación de los principios de 

justicia distributiva resulta muy intensa.  

 

Por otra parte, fundamenta la tesis Sandoval (2013) quien efectúa un análisis del 

principio de reparación integral y su verdadera relevancia en la reparación de los daños a la 

persona, teniendo presente la ambivalencia que puede presentar no solamente su simple 

acepción terminológica, sino su reconducción a la práctica en el contexto nacional y su 

importancia dentro de los juicios de responsabilidad por los daños extrapatrimoniales a la 

persona, como principio general de responsabilidad, donde la competencia es exclusiva de 

los jueces de fondo y ellos mismos determinan, en numerosas situaciones, limitaciones al 
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principio de reparación integral, porque los criterios jurisprudenciales son variables y se 

carece de un sistema que permita una uniformidad en la reparación, no le queda más al autor 

que reconocer que la idea de la reparación integral tiene fuerza obligatoria en Colombia, pero 

con la advertencia de que se trata de un principio y no de una regla de derecho. 

 

De acuerdo con el doctrinante Helidoro Fierro Méndez, quien llama a la acción civil 

indemnizatoria y la que se ejerce ante el Juez Penal, Acción Civil, como es simplemente 

indemnizatoria lo que se alega es la existencia de un daño, como consecuencia de la actuación 

dolosa o culposa de una persona individualizada y lo que busca es la indemnización del 

respectivo daño, por esta razón se inicia es la acción indemnizatoria y no la acción civil, pues 

esta se encamina es la reparación del daño y al restablecimiento del derecho, teniendo como 

supuesto la existencia de una conducta punible, siendo el delito una de las fuentes de las 

obligaciones, se dispone que el titular de la indemnización es la persona víctima del hecho 

punible o sus herederos (Gonzalez, 2012).  

 

Actualmente la acción civil, en el sistema procesal acusatorio Ley 906 de 2004, aplica 

la tesis de la responsabilidad civil de manera separada por medio de un método de trabajo 

llamado incidente de reparación integral, a nivel del derecho procesal penal lo que hace es 

darle amplias facultades a la víctima para que intervenga en virtud de los derechos 

constitucionales que le ampara para su integridad definidos como verdad, justicia y 

reparación.  

 

Así mismo, la noción clásica del derecho a la reparación, que se desarrolla 

esencialmente en el derecho internacional, entiende que ésta tiene lugar con el objeto de 

restituir a la víctima a la situación en la que se encontraba antes de ocurrida la violación de 

sus derechos. Esta posición fue adoptada por la Corte Constitucional de Colombia, que en 

Sentencia C-370 de 2006 hizo referencia explícita a la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) respecto de la responsabilidad estatal de 

reparar. Así, de acuerdo con la Corte al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado, 

surge de inmediato la responsabilidad internacional de éste por la violación de la norma 

internacional de que se trata, con el consecuente deber de reparar y hacer cesar las 
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consecuencias de la violación. (Centro Internacional para la Justicia Transicional (ICTJ) y 

Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad (DeJusticia), 2009), es claro que las 

víctimas tienen derecho a ser reparadas con el fin de lograr corregir el daño ocasionado. 

 

Como resultado de lo anterior, es preciso indicar que el derecho a la reparación 

integral está reconocido en el artículo 250 de la Constitución Política, la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional y los estándares internacionales que hacen referencia a este derecho, 

que en materia de derechos humanos forman parte del bloque de constitucionalidad conforme 

lo regula el artículo 93 constitucional. Con base en esta disposición, los derechos reconocidos 

en la Constitución deben interpretarse de conformidad a lo regulado en tratados de derechos 

humanos ratificados por Colombia, de esta manera, la interpretación del derecho a la 

reparación integral y de las obligaciones del Estado se deben dar en ese orden  (Defensoria 

del Pueblo, 2013). 

 

Teniendo en cuenta los aportes de Acosta (2008), acerca de una de las situaciones que 

actualmente exige un estudio cuidadoso y acciones inmediatas de los Estados, se indica que 

es a partir de los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y las 

organizaciones de la sociedad civil el cumplimiento y efectividad de las medidas de 

reparación integral, las cuales se deben dar conforme a lo dictado por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, tanto en su jurisprudencia como en las resoluciones de las consultas 

previas. En particular, la autora pretende resaltar algunas cuestiones importantes, 

especialmente la noción de reparación integral, a la luz de la naturaleza de las sentencias de 

la Corte Interamericana y las consecuencias del incumplimiento de las medidas de reparación 

y evaluar si las medidas ordenadas por la Corte Interamericana responden o no al concepto 

de reparación integral, y si los Estados cuentan con recursos internos para atender las 

situaciones de posibles incumplimientos. 

 

Como ha señalado Beristaín (2010), se muestra los avances, dificultades y desafíos 

de la reparación en el contexto de los casos ante el Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos, centrándose en los criterios determinantes de la reparación, el grado de 

cumplimiento y el impacto que han tenido en las víctimas o en los propios países, destacando 
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que reparación integral no es un concepto fácil, particularmente cuando la doctrina 

tradicional del derecho civil ha considerado que la forma de enmendar el daño es a través de 

la indemnización civil por el daño emergente y lucro cesante.  

 

La reparación comprende aspectos que tienen que ver con la plenitud y la dignidad 

de la vida de las personas, con respecto a los criterios de reparación utilizados por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, en las sentencias, acuerdos de solución amistosa o 

recomendaciones, se tienen en cuenta el grado de concreción y los criterios en cuanto a la 

forma en que deben llevarse a cabo las medidas, para que sean realmente efectivas y 

desarrollen el sentido para el que fueron determinadas. 

 

Por su parte en esta misma línea Rousset (2011) analiza el desarrollo que ha tenido 

en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre el concepto de 

reparación integral y el desarrollo jurisprudencial, producto de su competencia contenciosa, 

la CIDH ha creado una verdadera doctrina en materia reparatoria, que va mucho más allá de 

la simple reiteración de las medidas indemnizatorias; asimismo orienta a grandes rasgos cuál 

es el camino que se viene trazando en el actuar del órgano jurisdiccional del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos de protección en materia de reparaciones. Ha sido un 

camino signado por notables avances, no sólo desde la concientización sobre la víctima por 

parte de los Estados acerca de determinadas medidas, sino en el trabajo que se ha logrado 

para la construcción de un concepto de reparación. 

 

En ese contexto Fernando (2012), estudia los estándares internacionales en materia 

de reparación integral, indicando que es de vital importancia para el derecho internacional. 

Además, en los últimos años, se convierte en un referente obligado para las altas cortes de 

Colombia, que parten de las diferentes condenas en materia de vulneración de derechos 

humanos que ha dictado la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en contra 

del Estado Colombiano, donde se conoce cuál es el desarrollo que ha tenido el concepto de 

reparación en el derecho internacional desde la jurisprudencia y la doctrina, que ha 

proporcionado el contenido que esta tiene hoy en día; asimismo la implementación que la 
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jurisprudencia colombiana le ha dado a estos estándares internacionales, especialmente en el 

desarrollo de la Jurisdicción de carácter administrativo.  

 

Anudado a lo dicho, Coral (2014) indica que en Colombia se continua con los criterios 

de reparación internacional en ocasión de los acuerdos establecidos con los grupos al margen 

de la ley, en la búsqueda de su desmovilización y bajo las directrices del proceso de justicia, 

verdad y reparación, en donde se abre un debate nacional frente a los derechos que se le 

deben otorgar a las víctimas, poniendo sobre la mesa cuáles son los esenciales y cuáles los 

que se deben cumplir para lograr su reivindicación de derechos vulnerados, procede así a 

analizar la indemnización otorgada por la Unidad Administrativa Especial para la Atención 

y Reparación Integral a las Víctimas o la negativa en su concesión, pero acogiendo los 

parámetros internacionales sobre reparación integral, el conjunto de normas y principios que 

la Ley 1448 de 2011 -Ley de Reparación de Víctimas- reconoce expresamente, las víctimas 

deben ser reparadas integralmente, es decir, el Juez Administrativo debe estudiar la 

indemnización de la víctima con un criterio de reparación integral, no con un simple criterio 

de indemnización, siempre y cuando, como se ha reiterado, esta sea dada por una autoridad 

judicial quien es la única capaz de dar alcance y contenido a la consagración positiva de la 

reparación integral en la ley de víctimas.  

 

Por su parte el Consejo de Estado de Colombia, ha aplicado los criterios de reparación 

desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para ello, luego de 

presentar cuáles son esos estándares interamericanos y el alcance de cada uno de ellos, 

abordados por su jurisprudencia, ordenan al Estado Colombiano a reparar daños causados 

por violaciones a los derechos humanos. Se aprecia que el Consejo de Estado ha hecho 

esfuerzos para reparar de manera integral a las víctimas de violaciones de derechos humanos 

acudiendo a la jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, superando 

la época en que tan solo se ordenaba una indemnización económica e inicia un control de 

convencionalidad en materia de reparación por parte de dicho tribunal  (Cárdenas, 2015).  

 

Dentro de este marco es importante los aportes de Sayas (2014), quien tiene como 

objetivo general precisar cómo ha sido el desarrollo jurisprudencial que el Consejo de Estado 
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ha dado al tema de la responsabilidad patrimonial del Estado y analizar el principio de 

reparación integral de las víctimas del terrorismo. En este orden de ideas se ha pasado por 

varias etapas históricas ajustándose a criterios de justicia y equidad, que impactan a los 

regímenes de responsabilidad por riesgo excepcional y por daño especial. Igualmente se ha 

notado una evolución en los temas de los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales que 

hoy por hoy incluyen el concepto de reparación integral. 

 

Al respecto la tesis de Henao (2015), la desarrolló desde el análisis crítico de la 

reparación del daño en el derecho administrativo colombiano, haciéndolo a partir del estudio 

de las nociones de ‘daño’ y ‘reparación’, esenciales para la atribución de responsabilidad 

civil, se demuestra en esa obra el carácter limitado del entendimiento clásico de la 

responsabilidad extracontractual del Estado. Así pues, el artículo propone una comprensión 

de la reparación a partir del criterio de ‘universalización’, con independencia de las acciones 

por medio de las cuales se persiga una condena del Estado, además, hace un estudio sobre 

los medios de control consagrados en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, y las acciones constitucionales a la luz de las diversas formas 

de reparación del daño. 

 

Camelo (2017), habla que la indemnización funciona como forma de reparación para 

el resarcimiento de un daño imputable a la Administración Pública, originado como 

consecuencia de las acciones y omisiones que ejecutan sus agentes, las autoridades y en 

general, todos los órganos que conforman el Estado. Sin embargo, existen otras medidas no 

pecuniarias que se hacen necesarias y que son de suma importancia para que la reparación 

sea integral y se pueda llevar a quien ha padecido el perjuicio al estado más cercano al que 

se encontraba antes de que le fuera vulnerado su derecho y, de esta manera poder cumplir 

con el postulado constitucional de reparación patrimonial y obligaciones adquiridas, en virtud 

de los tratados internacionales que en materia de derechos humanos exigen la aplicación de 

múltiples medidas resarcitorias, con el fin de lograr la restitución integral de la dignidad de 

la víctima.  
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En Colombia han incidido los principios y directrices que sobre reparación integral 

ha establecido la Organización de Naciones Unidas, por violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos, frente a la reparación directa en el derecho 

interno, como principio de reparación integral de perjuicios cuando se refleja la vulneración 

no solo de los derechos humanos sino la violación de derechos constitucionales de carácter 

fundamental, en ese sentido se aborda el estudio a través del análisis de algunas decisiones 

de los tribunales internacionales, en especial la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

en las que se observa el carácter restaurativo y transformador de la reparación, orientadas por 

las disposiciones y alcances de la Resolución 60/147 de la ONU, características éstas sobre 

las que se establece su incidencia en el sistema jurídico colombiano, esa investigación da 

cuenta y evidencia las múltiples violaciones de derechos humanos y de derechos 

fundamentales imputables al Estado Colombiano y, de las acciones ordenadas como 

condenas para realizar una reparación plena, equitativa, adecuada, efectiva y rápida de 

conformidad a los principios y estándares internacionales establecidos por la ONU y 

aplicados por la CIDH, donde se proponen elementos para la construcción de un modelo de 

reparación integral basado en esquemas de justicia restaurativa incluso con incidencias 

transformadoras (Guerra, 2016). 

 

En cuanto a los criterios expuestos por Pizarro (2017), la reparación integral supone 

reconocer las distintas formas de reparación contempladas en la legislación nacional e 

internacional, especialmente la restitución, que busca devolver a la víctima a la situación 

anterior a la violación. La indemnización, que consiste en compensar los perjuicios causados 

por el delito y que generalmente asume la forma de un tipo pecuniario como reconocimiento 

de los daños padecidos y para reparar las pérdidas sufridas. La rehabilitación, que se refiere 

al cuidado y asistencia profesional que las víctimas requieren para restablecer su integridad 

legal, física y moral después de la violación cometida en su contra. La satisfacción, 

consistente en realizar actos tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y difundir la 

verdad de lo sucedido y, por ultimo las garantías de no repetición, que hace referencia a 

aquellas medidas dirigidas a evitar que las víctimas vuelvan a ser objeto de vulneración de 

su dignidad y la violación de sus derechos humanos. 
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Con referencia al derecho a la reparación integral según Mejía (2017), se debe 

restablecer la dignidad de toda persona que haya sufrido un menoscabo en cualquiera de sus 

derechos, independientemente del responsable que se los haya vulnerado; este derecho 

también comprende el acceso a recursos efectivos y rápidos, el respeto por la dignidad de las 

víctimas y la disponibilidad de mecanismos que faciliten su participación en el diseño y 

ejecución de los programas de reparación. Adicionalmente, comprende medidas de 

reparación referentes a la restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción de sus 

derechos y las garantías para que estos hechos no se vuelvan a repetir, de acuerdo con la 

normatividad internacional y, que para contextos de justicia transicional como el que hoy 

vive Colombia son imperativos, en su proceso de reparación integral a las víctimas, 

volviéndose  como un derecho inalienable en el marco del Derecho Internacional Público, en 

virtud de los tratados y convenios ratificados por los Estados. 

 

 Para el caso colombiano el proceso de Justicia Transicional, regulado por la Ley 1448 

de 2011 y sus decretos reglamentarios, adoptó los estándares internacionales respecto a los 

derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, sin embargo, en Colombia no 

existen criterios de reparación que evidencien el daño, bajo un estándar determinado legal o 

jurisprudencialmente hablando, que sirva como lineamiento y permitan, a su vez, formular 

medidas definidas, focalizadas o diferenciadas para las víctimas. 

 

Con referencia a lo indicado por la Comisión Colombiana de Juristas (2018), la 

integralidad de la reparación supone que las víctimas sean sujetos de reparaciones de 

diferente naturaleza, que respondan a los distintos tipos de afectación que hayan sufrido, lo 

cual implica que estas diferentes reparaciones no son excluyentes ni exclusivas, pues cada 

una de ellas obedece a objetivos de reparación distintos e insustituibles. Además, sumada a 

la integralidad se debe garantizar la proporcionalidad, lo que significa que no sólo es 

necesario reconocer que la reparación puede tener varios componentes según el caso 

reparación individual, colectiva, económica y simbólica sino además que en cada uno de esos 

componentes dependerá del análisis específico del daño sufrido. 
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Bajo la misma conexidad, tenemos que mirar los aspectos normativos y 

jurisprudenciales de la rebaja de pena por reparación del daño e indemnización de los 

perjuicios causados para los delitos contra el patrimonio económico, partiendo de la premisa 

que se trata de un derecho consagrado por la ley en favor del procesado, que debe ser 

garantizado por el funcionario judicial, señalando además que la víctima no puede oponerse 

a la apertura de este trámite (Botero, 2010).  

 

Ahora bien, para Barba (2010) el nuevo esquema constitucional e internacional exige 

que las normas internas de los Estados se ajusten a las exigencias internacionales en materia 

de reparación a la víctimas y los Procesos Penales Militares no son la excepción, por ello, en 

la normatividad interna las víctimas intervienen como parte civil, cuyo objeto es el 

resarcimiento de los daños por los perjuicios individuales y colectivos causados por la 

comisión de una conducta punible, lo que constituye un restablecimiento de derecho, 

pudiendo ejercerse dentro del mismo proceso penal, no obstante, se sintetiza esta reparación 

en el restablecimiento típicamente económico, pues se percibe que la reparación integral no 

surte el efecto adoptado por el Estado Colombiano. 

 

De acuerdo con Calvache (2012), los operadores jurídicos penales, deben dar 

aplicación a la indemnización integral de perjuicios, protegiendo así los derechos de las 

víctimas y perjudicados con el ilícito, brindando al sujeto infractor la oportunidad de 

finiquitar la acción penal seguida en su contra a través de la reparación del daño, con lo que 

se garantiza la efectividad de esta importante herramienta legal, así como el reconocimiento 

de los derechos del perjudicado u ofendido dentro de un determinado caso.  

 

Al respecto el doctor Bernal (2001) afirma que:  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 7 de la Ley 81 de 1993, que modificó 

el artículo 39 del código de procedimiento penal, solo puede pretenderse la 

terminación del proceso por pago integral durante la etapa de instrucción o de 

juzgamiento. Se excluye la etapa de investigación previa...". Otros tratadistas 
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consideran, por el contrario, que la figura puede aplicarse en cualquier momento 

incluyendo la etapa de investigación previa y hasta que quede en firme la sentencia. 

 

Lo que indica que la terminación del proceso por indemnización integral, al igual que 

sucede con la conciliación, son figuras que no solo buscan descongestionar los despachos 

judiciales, sino que, ante todo, propenden por darle operatividad al principio de 

restablecimiento del derecho.  

 

De modo tal se plantea que la justicia restaurativa intenta reparar el daño causado por 

el delito, de ser posible esta reparación debe ser realizada por quien causó el daño, es por eso 

que la justicia restaurativa valora los esfuerzos de los delincuentes o sujetos activos de la 

conducta punible por compensar lo que hicieron. La reparación no es una cuestión meramente 

jurídico-civil, sino que contribuye esencialmente también a la consecución de los fines de la 

pena. Tiene un efecto resocializador, pues, obliga al autor del delito a enfrentarse con las 

consecuencias de su conducta y aprende a reconocer los perjuicios causados a la víctima, es 

una oportunidad de reconciliación y acercamiento entre el delincuente y la víctima facilitando 

la reintegración del culpable (Márquez Á. , 2007). 

 

El Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (2004), desde la jurisprudencia 

de la CIDH, ha considerado la reparación como un principio de derecho internacional e 

incluso una noción general del derecho, ya que toda violación de un compromiso implica la 

obligación de reparar. Esa reparación en cuanto sea posible debe eliminar todas las 

consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que habría existido si el acto no se 

hubiese cometido, si esto no es posible, la restitución podrá establecer una suma económica 

de tipo equivalente al valor que desde la consideración objetiva y subjetiva pudiere tener la 

restitución, desde los lineamientos de la jurisprudencia emanada del organismo jurídico 

internacional siendo vinculante y por tanto debe ser aplicada a cabalidad. 

 

  Por otra parte, la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación entiende el 

concepto de reparación integral, como la forma de reconocer las distintas maneras de 

reparación contempladas en la legislación nacional e internacional, especialmente la 
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restitución, la cual intenta devolver a la víctima a la situación anterior a la violación; la 

indemnización, que consiste en la compensación de los perjuicios causados por el delito y 

que corrientemente se asume como la forma de un pago en dinero, como reconocimiento de 

los daños padecidos y con el fin de reparar las pérdidas sufridas; la rehabilitación, que se 

refiere al cuidado y ayuda profesional que las víctimas requieren para restablecer su 

integridad legal, física y moral después de la violación cometida en su contra; la satisfacción, 

la cual se entiende en realizar actos tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y 

difundir la verdad de lo acontecido; y las garantías de no repetición, que hace referencia a las 

medidas dirigidas a evitar que las víctimas vuelvan a ser objeto de vulneración y la 

vulneraciones de sus derechos humanos (Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación, 2007).  

 

Al respecto, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional Colombiana, tomando 

como referente hermenéutico relevante la jurisprudencia interamericana, se ocupa en integrar 

este concepto en sus decisiones, lo cual se evidencia en las medidas de reparación impuestas, 

que tienen por naturaleza la búsqueda de la reparación integral y que no son adoptadas de 

manera general, pero sí hacen su aparición en algunos casos específicos (de reparación 

directa y de tutela) que merece la pena sean estudiadas, toda vez que algunos magistrados 

asumen el valor de incorporarlas en sus decisiones, fundamentando las mismas, en que las 

víctimas de la vulneración de los derechos humanos y derechos fundamentales merecen 

reparación basada en una justicia restaurativa (Guerra, 2016). 

 

Así lo menciona Bolívar (2009), donde hace referencia a la reparación integral, sus 

modalidades y las formas de hacerla efectiva, es decir, la reparación en sede judicial y 

administrativa. La reparación en sede judicial tiene lugar en las distintas jurisdicciones que 

establece cada país, de acuerdo con su normatividad. Así, por ejemplo, en Colombia existen 

cuatro escenarios ante los cuales es posible reclamar la reparación: la jurisdicción civil, la 

jurisdicción penal, la jurisdicción administrativa, por medio de la aplicación de la Ley de 

Justicia y Paz, así como lo será la Justicia Especial para la Paz. De igual modo, es posible 

que las víctimas acudan ante jurisdicciones internacionales, tales como, los sistemas de 
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derechos humanos interamericano, europeo o africano, o ante Naciones Unidas, a fin de 

obtener justicia ya que los mecanismos internos del Estado no se los ha proporcionado.  

 

La reparación integral que se indica, se hace a partir del derecho internacional de los 

derechos humanos, del bloque de constitucionalidad, de las jurisprudencias constitucional, 

contencioso administrativa y penal, teniéndose en cuenta sus dimensiones sustantiva y 

procedimental, para cumplir con la obligación de reparar por vía administrativa y/o judicial 

a todas las personas que hayan sido víctimas de injustos penales y de violaciones de las 

normas de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, y no solamente a 

quienes han sido víctimas del conflicto armado interno a partir del 1 de enero de 1985, según 

la delimitación que hace la Ley 1448 de 2011, declarada constitucional por la Corte 

Constitucional (Defensoria del Pueblo, 2011). 

 

Al respecto menciona Acosta (2015), que las figuras del incidente de reparación 

integral y la demanda de parte civil son mecanismos para acceder a la justicia, con el fin de 

tener un resarcimiento como víctima dentro del proceso penal, descritos en la Ley 906 de 

2004 y en la Ley 600 de 2000. Estos mecanismos tienen diferencias y similitudes, pero en un 

sistema penal como el vigente, no sólo se debe plantear la pena para el sujeto activo dentro 

del hecho reprochable, sino que se debe resarcir a la víctima, examinando y consiguiendo su 

reparación integral, de tal forma que se satisfagan las necesidades que nacieron con la 

comisión de la conducta típica, antijurídica y culpable. 

 

En cuanto al estudio de la Justicia Restaurativa como un instrumento que hace posible 

el encuentro creativo y humano, en busca de una solución consensuada del proceso y la 

generación de nuevas formas de convivencia, se tiene que es a partir del artículo 250 de la 

Constitución Política de Colombia del año 1991, dando gran importancia a la víctima para 

que pueda actuar a favor del reconocimiento de sus derechos, en especial, para poder obtener 

la reparación integral; de otra parte, como institución propia del derecho procesal penal en 

su artículo 102 y subsiguientes, esta figura pretende llevar a cabo la materialización de una 

reparación o indemnización de los perjuicios materiales e inmateriales por las secuelas 

irrogadas por el delito, como visión alternativa del proceso penal. El incidente de reparación 
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integral en el derecho procesal penal, es habilitado por una sentencia condenatoria en contra 

del actor del crimen, la cual debe estar debidamente ejecutoriada, para así abrir puertas y 

permitir legalmente a la víctima incoar la acción respectiva, dirigida a obtener una reparación 

de carácter económica o de otra índole, e incluso simbólica (Arrubla, 2010).  

 

Una de las grandes falencias en el proceso de reparación penal en Colombia, es 

justamente sus mismos antecedes históricos de carácter jurídico y social, que demuestran una 

causa penal abrogada absolutamente a los directores del proceso, llámese Fiscales, Jueces o 

Magistrados, quienes han mantenido esta posición de “garantes del derecho penal desde 

tiempos inmemoriales, posicionándose dentro del derecho penal como verdaderos 

emperadores, bajo la premisa de un régimen retributivo”.(Arenas, 2016, p. 9) 

 

Por lo que Márquez (2016), indica que la víctima en el nuevo sistema acusatorio tiene 

un protagonismo fundamental en la solución del conflicto penal, que surge con la comisión 

de un delito. Si bien, en el anterior código procesal la víctima no era ajena al proceso, su 

posibilidad de intervenir estaba limitada a ejercer derechos como peticiones o solicitudes 

para que le faciliten información o para aportar pruebas. En el nuevo sistema procesal de tipo 

acusatorio la Corte ha sostenido en repetidas oportunidades, una serie de consideraciones en 

relación con el lugar y el papel de la víctima dentro del proceso penal de ascendencia 

acusatoria. Señalando que, si bien la Constitución previó su participación en el proceso penal, 

no le otorgó la condición de parte sino de interviniente especial, pero con potestades 

especiales para actuar y hacer valer de manera directa sus prerrogativas a la verdad, la justicia 

y la reparación integral. 

 

Desde el punto de vista de Gómez (2014) los principales retos del proceso de paz 

entre el Gobierno Colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia Ejército 

del Pueblo -FARC-EP-, es la conciliación entre el logro de la paz y la garantía de los derechos 

de las víctimas a la justicia, la verdad y a la reparación. Dentro del marco jurídico para la Paz 

también se previó la creación de una Comisión de la Verdad, que arroje luz sobre los 

gravísimos crímenes cometidos en Colombia, y deja en manos del Estado instrumentos 

importantes en materia de flexibilización de la respuesta penal ante los crímenes cometidos 
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por diferentes actores armados. Estos beneficios están condicionados a que los 

desmovilizados efectúen contribuciones significativas para una paz duradera, desde la verdad 

de los hechos ocurridos y para lograr la reparación de las víctimas. En cuanto a la reparación 

no es un fenómeno exclusivamente económico o material, sino que necesita de todo un 

conjunto de medidas que tienden a modificar el imaginario político y social en el que se 

tienen que insertar las víctimas, desde políticas de memoria, que son tan importantes tanto 

para las víctimas individuales como para el conjunto de la sociedad. 

 

La recreación anterior sobre temas de indemnización y reparación para la presente 

obra se tuvieron que abordar, observando las diferentes posturas en cada una de las áreas del 

derecho bien sea en lo civil, administrativo o penal, las cuales apuntan a una evolución en la 

aplicación de medidas que satisfagan a las víctimas y a las consideraciones que se deben 

tener en los sistemas procesales, para hacer esos contenidos más eficaces y efectivos al 

momento de materializar la justicia, en especial en materia de investigación penal, donde el 

víctimario puede verse como interviniente activo, para la construcción de soluciones, con el 

fin de obtener beneficios en su causa.  

  

Ahora, en el contexto de la Justicia Penal Militar Colombiana, se establecen los 

principios y normas rectoras fundamentales, equivalentes a las que están en las normas del 

Código Penal ordinario, y se define claramente los presupuestos procesales para adoptar 

decisiones en cada una de las etapas del proceso penal militar, con el acatamiento de la 

plenitud de las formas de cada juicio, y con la probidad de las garantías que configuran el 

debido proceso (Henao C. M., 2012), conociendo cómo la Constitución Política de 1991, 

establece de manera expresa e inequívoca la existencia de la Justicia Penal Militar y de su 

Código Penal Militar, dándole sustento legítimo al fuero, por eso las normas que la regulan 

se sujetan a los principios de independencia, imparcialidad y objetividad, inherentes al debido 

proceso y al ejercicio de la función jurisdiccional.  

 

Los contenidos de víctima, reparación, indemnización, justicia y verdad, son descritos 

en las normas penales castrenses sustanciales, pero poco o nada se dice respecto de la 

aplicación de mecanismos que sirvan realmente para realizar indemnizaciones integrales en 
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la jurisdicción especializada Penal Militar (procesalmente hablando), por investigaciones que 

se adelantan por tipos penales comunes, buscando de esta manera poder dar por terminado 

un proceso penal, al indemnizar de forma integral a los afectados de un proceder militar o 

policial, donde se de una extralimitación en el ejercicio de la función. 

 

2. La indemnización integral en el Estado Colombiano  

 

Posterior a la conceptualización, ha de entenderse cómo esta figura jurídica ha sido 

adoptada dentro del sistema legal de índole procesal en el Estado Colombiano, 

preponderantemente desde las diversas teorías y, como estas impactaron a los órganos 

legislativos y judiciales del país, a fin de adoptar a la indemnización integral como una de las 

formas para extinguir la acción penal.  

 

2.1.  La teoría en la aplicación de la indemnización integral  

 

Como se ha descrito la indemnización integral trae inmersos conceptos de reparación, 

indemnización de perjuicios y restablecimiento del derecho, por lo que se hace necesario 

relacionar teorías existentes de reconocidos autores, que desde sus investigaciones permiten 

un mayor conocimiento, ajustando sus criterios a realidades sociales, es decir desde la 

dogmática a la práctica jurídica. Es por ello, que se efectúa un análisis de las claves teóricas 

desde lo planteado por los autores que en precedencia se describen, para el desarrollo de la 

presente investigación. 

 

Bajo un enfoque funcionalista, tal como lo planteó Claus Roxin se considera que la 

reparación del daño contribuye a la idea de prevención general de la integración, pues con 

esta figura se restablece la paz jurídica y la comunidad, a su vez indica que el delincuente 

solo considera superada la perturbación social producida por el delito cuando se ha reparado 

el daño, a menudo sin que exista la necesidad de imponer una pena (Roxin, 1981).  

 

Es aquí precisamente donde el Derecho Procesal Penal en los últimos años ha 

introducido una nueva corriente político criminal, que en casi todos los países ha encontrado 
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un amplio interés, como lo es la inclusión de la reparación en el sistema penal de sanciones, 

para que se vea vinculado el esfuerzo por alcanzar un acuerdo de compensación, es decir a 

una reconciliación entre el autor y la víctima, con el fin de dar por terminado un proceso 

penal. 

 

Este pensamiento funcionalista busca la adaptación del Derecho penal y procesal 

penal a ciertos fines y principios de las nuevas políticas-criminales, estables en la naturaleza 

propia de los Estados de Derecho, que tuvo inicialmente su cauce con tendencia valorativa, 

pero que al pasar el tiempo se fortaleció como un nuevo esquema transversal, al presentarse 

conflictos generados entre los esquemas causalistas y finalistas. Contraposición que se 

originó a partir de definir cuál esquema era más apto para la teoría del delito, complejidad 

que fue aprovechada por el funcionalismo penal, para establecer sus rutas y desarrollar sus 

ideas, pues este pensamiento generó nuevos conceptos, reubico nociones anteriores, 

replanteó todas las categorías dogmáticas, encaminando conceptos a partir de la función de 

los fines de la pena, surgiendo un proyecto alternativo sobre la reparación penal, como 

producto de un trabajo de profesores alemanes, austriacos y suizos, con la proposición de la 

reparación como consecuencia del hecho mediante una prestación voluntaria del autor. 

  

A la luz de la restauración, la reparación debe ser en primer lugar a favor del 

lesionado/víctima/sujeto pasivo, y cuando no sea posible, no se observe ningún resultado o 

no sea suficiente por sí misma, entonces entra a concebirse una reparación a la colectividad. 

Trayendo a colación concepciones tales como, las prestaciones de reparación por 

indemnización de daños frente al lesionado, la indemnización de daños frente a terceros u 

otras prestaciones materiales, la reparación en vez de pena, la posible atenuación de la pena 

y los límites temporales para prestaciones de reparación y suspensión de la pena (González 

A. , 2012). 

 

Ahora bien, para Hans Joachim Hirsch (1989) la protección de la víctima y la 

compensación de los dos sujetos procesales contrapuestos en el proceso, víctima y autor, 

están actualmente en el centro de la discusión político criminal. Inicialmente la atención 

estaba fijada exclusivamente en el autor, mientras que ahora se dirige al ofendido u 
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agraviados, como parte integral del proceso. Esto anuncia el redescubrimiento de la víctima 

del delito, no solo para la reparación del daño, sino para la búsqueda de la verdad y justicia 

(Maier, 1992). 

 

Por su parte los doctrinarios españoles Miguel Díaz y García Collendo, respecto de la 

aplicación de la reparación del daño como sustituto de las penas privativas de la libertad, se 

encuentra en contraposición a la postura indicada en el proyecto alternativo sobre la 

reparación penal, indicando que se estaría en búsqueda de la privatización del Derecho Penal 

y la sustitución general de la penalidad por el diálogo y la reparación, pues esas posturas se 

verían poco probables, ya que actualmente no se podría sentar el autor de una conducta 

delictiva con la víctima a negociar tranquilamente de cómo reparar el daño y de esta manera 

reconciliarse, lo que se vería son múltiples presiones, volviéndose a la Ley del más fuerte, 

convirtiéndose en un problema a la convivencia social, por lo que se vería afectado el Estado 

pues es el encargado de garantizar principios constitucionales sobre el delito, dejando en 

libertad del autor y la víctima sus posturas, principalmente respecto a la capacidad económica 

(González A. , 2012, págs. 435, 436). 

 

Realizando el análisis de las claves teóricas, utilizadas por los autores, se tiene que 

ver en lo que respecta a los contrarios dialecticos Claus Roxin (1981) y Hirsch (1989) en sus 

respectivos textos, aducen como se hace necesario la implementación del denominado 

proyecto alternativo sobre la reparación penal, llevando como eje central a la víctima y la 

aplicabilidad de mecanismos que efectúen una reparación para dar por terminado un proceso. 

Pero, por otra parte, Miguel Díaz y García (2012) destacan que es una aventura en la 

actualidad buscar privatizar el Derecho penal y la sustitución de la penalidad por diálogos y 

reparaciones, despojando al Estado de su función de administrar justicia, que como se ha 

mencionado en apartes anteriores se pensaba que era la base del derecho procesal penal. Es 

del caso referirnos que respecto a la privatización del derecho penal, actualmente la Ley 1826 

de 2017 establece un procedimiento penal especial abreviado que regula la figura del 

acusador privado, el cual en su artículo 549 lo define como “aquella persona que al ser 

víctima de la conducta punible está facultada legalmente para ejercer la acción penal 

representada por su abogado” (Congreso de la República, 2017, parr. 76). Aclarando además 
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que el acusador privado debe exponer las mismas calidades que el demandante legítimo para 

ejercer la acción penal y no la podrá ejercer sin la representación de un abogado.  

 

Examinado lo anterior, es procedente indicar que en nuestra legislación se había negado 

a las víctimas la participación en el proceso penal y soló la reducía a una pequeña 

intervención, desconociendo nuevas teorías que abogaban por permitírsele jugar un papel 

importante dentro de la construcción de justicia, en la medida que actué con carácter 

conciliatorio y de forma activa para sentirse reparado, con el propósito de poner fin a un 

proceso penal subyacente de la conducta delictiva; sin embargo, se dio un nuevo giro a partir 

de 1991 con la construcción de la nueva norma constitucional donde quienes se consideraban 

como perjudicados, lesionados y víctimas de una conducta punible han adquirido un 

protagonismo esencial dentro del proceso penal y no solo en esta materia, sino en las demás 

ramas del derecho que tienen sus propias jurisdicciones que imparte justicia, lo que dio para 

que se hicieran nuevas normas penales – sustanciales y procesales- que fueran acorde a la 

Constitución Política, reconociendo en especial los derechos de las víctimas y el 

resarcimiento al que tenían derecho por los perjuicios que se le hayan ocasionado por la 

comisión de un delito (Calvache, 2012). Es importante aclarar que esto se da gracias a la 

modificación que se hizo del artículo 250 de la Constitución Política, lo cual dio paso al 

Sistema Penal Acusatorio 

 

La Constitución también dio un giro respecto a los integrantes de la Fuerza Pública, 

quienes tienen un papel fundamental como autoridades encargadas de la defensa de la 

soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional – 

funciones entregadas a las Fuerzas Armadas-, y el mantenimiento de las condiciones 

necesarias para el ejercicio de los derechos, libertades públicas y para asegurar que los 

habitantes de Colombia convivan en paz – misión encomendada a la Policía Nacional- 

(Constitución Política, 1991), los cuales dentro de los procesos penales, pueden verse como 

autores o víctimas de una conducta delictiva, por lo que hasta este momento no ha dicho nada 

al respecto de la posible construcción de mecanismos que les permitan llegar a una Justicia 

Restaurativa, como un instrumento que haga posible su participación en pro de una solución 
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consensuada dentro de un Proceso Penal Militar, lo que generaría nuevas formas de 

convivencia acordes a las realidades que se están viviendo.  

 

Se debe observar a los institucionales que son los encargados de hacer cumplir las leyes 

como si fueran un ciudadano del común, con una especial condición por su función, pues el 

contacto directo y permanente con la comunidad y el cumplir sus actividades bien sea bajo 

condiciones de materialidad o de inmaterialidad, lo hacen más propenso a verse inmersos en 

situaciones que pueden desencadenar en la comisión de una conducta descrita en la norma 

penal, en relación con una extralimitación de sus funciones, por ejemplo, por lo cual se debe 

cimentar herramientas jurídicas como la indemnización integral para la edificación de 

soluciones en materia penal militar, donde se vea la participación de los investigados 

uniformados que en servicio y con ocasión a él, se vean inmersos en conductas lesivas hacia 

la ciudadanía (posible afectado dentro de un procedimiento policial o militar), para que estos 

sujetos procesales (investigado – víctima), tengan una vía para llegar a dar por terminado un 

proceso penal militar que satisfaga a las partes.  

 

Para realizar la crítica reflexiva sobre si los uniformados son consignatarios a la figura 

de indemnización integral en materia penal militar, es necesario concebir una selección de la 

brecha metodológica que permita adecuadamente proponer una solución al problema jurídico 

planteado. Pensando que se debe contextualizar el conocimiento jurídico aplicable a la 

presente investigación, desde las ciencias del derecho, bajo un esquema de pluralismo 

jurídico y esa selección se debe a una funcionalidad, que permita tener un panorama de las 

normas que componen el ordenamiento jurídico ordinario y el especial, desde diferentes 

visiones, puesto que no sólo se debe mirar y analizar el problema jurídico desde la ciencia 

del derecho, sino que se debe complementar con otras ciencias, permitiendo así que la 

solución al problema jurídico de investigación sea una relación interdisciplinaria, pues se 

usarían simultáneamente instrumentos de análisis de la ciencia del derecho y la ciencia de la 

sociología, lo que conlleva a decir que la brecha metodológica será analizada desde el estudio 

interdisciplinario del Derecho y la Sociología, es decir desde la Sociología Jurídica, 

buscándose así la creación de una respuesta al interrogante de la investigación, la cual permita 

aplicar una norma dentro del sistema jurídico Procesal Penal Militar, siendo esta norma 
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concedida de eficacia, para la construcción de soluciones dentro de un Proceso Penal Militar 

a través de la indemnización integral, la cual tendrá los componentes de reparación en vez de 

pena, restablecimiento de derechos y límites temporales para su aplicación, que se encuentra 

ausente dentro de la normatividad actual, para que entre a regir a un corto plazo, tenga validez 

y legalidad dentro de la normatividad del Proceso Penal Militar.  

 

La aplicación analógica es el método jurídico usado para analizar la brecha 

metodológica, que permite de manera práctica e instrumental, respecto del Derecho interno, 

cubrir las lagunas de Derecho existente en nuestro ordenamiento jurídico, con el fin de 

perfeccionar o corregir las soluciones jurídicas actuales mediante otras soluciones jurídicas 

de similares características. En cualquier caso, la adecuación del Derecho interno sería la 

función más importante de la aplicación analógica y esa función se haría sobre la legislación 

actual, como sobre la jurisprudencia emitida por las Altas Corte, el Tribunal Penal Militar y 

la doctrina. Desde la inicial configuración se destaca que la aplicación analógica es ante todo 

un proceso de comparación de dos cosas que, por la relevancia de las características que 

comparente, resultan susceptibles de ser calificadas como análogas (Sánchez, 1997). 

 

Ahora, la puesta en práctica de este instrumental es posible con la definición 

constitucional dada a cada uno de las instituciones que integran la Fuerza Pública y por ello, 

la sociología jurídica es la que precisa la instancia de aplicación de las normas penales, 

mostrando los componentes que se mueven en el interior de los aparatos policiales, militares, 

judiciales y penitenciarios, siendo una disciplina que ayude a profundizar la eficacia de 

mecanismos de justicia alternativa, dentro del Estado, pero al mismo tiempo dando a los 

ciudadanos herramientas para un mayor conocimiento acerca del actuar policial o militar , de 

cómo aquéllos operan y cuando o no podría haber extralimitación de sus funciones y como 

poder resarcir esos comportamientos, buscando alternativas de solución que beneficien a los 

sujetos procesales en el marco del respeto a sus derechos fundamentales y procesales.  

 

2.2.  La indemnización integral desde la óptica jurídica 

 

A partir de la comisión de un comportamiento descrito en la ley como punible se ha 
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buscado medidas reparadoras a los afectados con dicha conducta y que esta medida sirva 

como mecanismo para extinguir la acción penal, en este aspecto Colombia ha tenido pocos 

antecedentes históricos, pues la primera aproximación que se dio fue con el Decreto 409 de 

1971, dentro de este estatuto procesal penal se observa la competencia que se entrega al juez 

bajo una figura inquisitiva de sólo represión en materias civiles y administrativas que 

surgiesen del proceso penal, ya que se estableció en su articulado la reparación como un 

medio de perdón judicial, el cual se podía levantar o revocar para dictar una nueva sentencia, 

por su parte el artículo 29 del citado decreto mencionaba que se debía pagar la obligación de 

los perjuicios provenientes de una infracción, en los términos que determinaba el juez para 

gozar del perdón judicial. 

 

De igual forma el artículo 671 del decreto citado, indica que el perdón judicial y pago 

de perjuicios se dictaba en sentencia y se imponía la obligación de pagar los perjuicios 

causados por el delito, donde se daba un plazo prudencial para que el perdonado pagara y si 

no lo hacía, se le revocaría inmediatamente el perdón judicial y se procedía a dictar una nueva 

sentencia en la que se le imponía otra sanción. (Presidencia de la Republica, 1971). 

 

Este estatuto estuvo vigente por durante dieciséis años, siendo derogado por el 

Decreto 050 de 1987 -Código de Procedimiento Penal- el cual respecto al objeto de 

investigación, ubicó al restablecimiento del derecho dentro de sus normas rectoras, siendo un 

avance, pues se tuvo herramientas en materia procesal respecto de los intereses de las 

víctimas o perjudicados con el hecho delictivo, para que fuese interpretada esta figura en 

sentido material como principio y, adicionalmente se establece por primera vez como una 

forma de la extinción de la acción penal, delimitando ciertos tipos penales para ser aplicada, 

obteniendo un significativo progreso dentro del proceso penal moderno, ya que se empezó a 

tramitar ante la Jurisdicción Penal cuestiones extrapenales y como se indicó en la exposición 

de motivos, para la expedición de este código, quienes eran ofendidos por el delito 

encontraban dificultades dentro de los procesos para obtener el restablecimiento del derecho 

que les hubiera sido violado, lo que genero reflexiones para que posteriormente en la 

Constitución Política de 1991 y su legislación reglamentaria en materia penal se conociera 

como “ Norma rectora de integración”, con el fin de aplicar disposiciones de otros códigos 
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dentro de un proceso penal. Aunado a ello, se dio en esta normalización una solución 

alternativa para dar por terminado los procesos penales, donde se observa que en su artículo 

31 estableció:  

 

Artículo 31. Desistimiento y extinción de la acción penal. En los procesos por delitos 

de lesiones personales, la acción penal se extinguirá por desistimiento del ofendido, 

cuando el procesado hubiere indemnizado los perjuicios ocasionados. En los procesos 

por delitos contra el patrimonio económico, excepto el hurto calificado y la extorsión, 

la acción penal se extinguirá por desistimiento del ofendido, cuando el procesado 

hubiere restituido el objeto materia del delito o su valor, e indemnizado a la víctima, 

si a ello hubiere lugar. El desistimiento en favor de un procesado comprenderá los 

demás que lo acepten. La extinción a que se refiere este artículo no podrá decretarse 

en un nuevo proceso respecto de las personas en cuyo favor se haya aceptado dentro 

de los cinco (5) años anteriores. (Colombia, Presidencia de la República, 1987) 

 

Con esta revolucionaria figura jurídica del restablecimiento del derecho que se dio 

con el Decreto 050 de 1987, constitucionalmente se empezó a analizar para que fuese 

incorporada dentro de la Constitución Política de Colombia, con un rango de esa naturaleza 

y fue así que quedo estatuida en el artículo 250, referenciando las facultades para el nuevo 

ente investigador: Fiscalía General de la Nación, que dentro de sus potestades expresas se le 

determinó acudir, si fuere del caso, a tomar las medidas necesarias para hacer efectivos el 

restablecimiento del derecho y la indemnización de los perjuicios ocasionados por el delito. 

Igualmente se vinculó bajo una especial protección a las víctimas y en el citado artículo 

también le dio unas funciones al ente investigador para la protección de víctimas, testigos e 

intervinientes en el proceso. 

 

Bajo los lineamientos constitucionales, se dictó el Decreto 2700 de 1991, el cual entró 

a regir a partir del 1 de julio del año 1992, con las funciones constitucionales ya otorgadas a 

la Fiscalía, para que se investigara tanto lo favorable como desfavorable al imputado y, la 

comprobación de los daños y perjuicios originados con la conducta, aplicando garantías de 

equilibrio y proporcionando a los intervinientes un grado de confianza y credibilidad a los 
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órganos jurisdiccionales y en este mismo sentido se le dio importancia a la indemnización 

integral como una necesidad adecuada respecto de los deterioros ocasionados, con el fin de 

volver las cosas al estado en que se encontraban con anterioridad a la comisión del hecho y 

de no ser posible como un único camino para restablecer los derechos quebrantados (Cuervo, 

1992), estipulando como forma de extinguir la acción penal a la figura de la indemnización 

integral, miremos como en su artículo 39 fue titulado “preclusión de la instrucción o cesación 

de Procedimiento por indemnización integral”, estatuyendo que en los delitos de homicidio 

culposo, lesiones personales culposas, contra el patrimonio económico cuando la cuantía no 

exceda de doscientos salarios mínimos legales mensuales, excepto el hurto calificado y la 

extorsión, la acción penal se podía extinguir para todos los sindicados cuando cualquiera 

reparara integralmente los daños ocasionados e indicó que la extinción de la acción no podría 

proferirse en otro proceso, respecto de las personas en cuyo favor se hubiese dictado dentro 

de los cinco años anteriores, dado la facultad a la Fiscalía General de la Nación para llevar 

un registro de las preclusiones y cesaciones de procedimiento que se profirieren por 

aplicación de ese artículo e incluyen que la reparación integral se debía efectuar conforme al 

avalúo que se hiciera por parte de un perito (Colombia, Presidencia de la República, 1991). 

  

Este decreto tuvo modificaciones con la Ley 81 de 1993 y Ley 228 de 1995, esta 

última norma que ampliaba la extinción de la acción penal por indemnización integral en 

delitos como hurto simple, hurto de uso, hurto entre condueños, estafa, lesiones personales, 

emisión y transferencia ilegal de cheque, abuso de confianza, aprovechamiento de error ajeno 

o caso fortuito, sustracción de bien propio y daño en bien ajeno, salvo cuando existieren 

circunstancias de agravación (Congreso de la Republica de Colombia, 1995), norma que tuvo 

aval de exequibilidad mediante la Sentencia C-746 de 1998, donde la Corte Constitucional 

manifestó que la posibilidad de la reparación integral del daño causado con el hecho punible, 

se constituía en un mecanismo adecuado para extinguir la acción penal, atendiendo el 

principio de economía procesal y de gastos definido en beneficio de la víctima, del inculpado 

y de la propia funcionabilidad del aparato punitivo del Estado y, contribuye necesariamente 

a la racionalización del sistema penal. En otro aparte de la misma sentencia indicó que la 

extinción de la acción penal por reparación integral tenía la virtud de asegurar en cierta 

medida una justicia material, ya que permitía el resarcimiento del daño en favor de la víctima, 
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evitando el sufrimiento perjudicial e innecesario al autor del hecho punible y la 

estigmatización como delincuente, por lo que esta figura jurídica era un instrumento que 

lograba un equilibrio al satisfacer la proporcionalidad entre el resultado del ilícito y la pena 

con la mediación del fiscal o del juez (Corte Constitucional de Colombia, 1998). 

 

Posteriormente se analizó por esa misma Corporación el artículo 39 del Decreto 2700 

de 1991, mediante Sentencia C-840 de 2000, declarando inexequible la frase "... cuando la 

cuantía no exceda de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales, ...", dando un 

mayor margen de aplicación y no limitándolo a una cuantía determinada. (Corte 

Constitucional de Colombia, 2000). 

 

Con la influencia avanzada de las teorías sobre derechos humanos y en especial la 

adopción del Pacto Universal de Derechos Humanos y la Convención Americana de 

Derechos Humanos, mediante leyes que integran el cuerpo normativo del Estado 

Colombiano, se centró la importancia para que se consagraran normas que garantizaran 

mayormente derechos de los perjudicados del delito y así lo entendió la Corte creada para 

salvaguardar la Constitución cuando se pronunció en sentencia C-245 de 1993, donde se 

indicó que la misión del funcionario judicial es el restablecimiento de los derechos de la 

víctima y de la sociedad (Corte Constitucional Colombiana,1993). 

 

De ahí que el Fiscal General Alfonso Gómez Méndez (1998), presentara la 

reestructuración del Decreto 2700 de 1991, para que se diese nacimiento a la Ley 600 de 

2000, bajo el postulado de la adecuación de normas procesales a los principios fundamentales 

recogidos por la nueva Constitución Política, bajo los conceptos de Estado  

Social de Derecho que estaban descritos jurisprudencialmente por las Altas Cortes, uno de 

los cambios se dio en la palabra “hecho punible” que traían las anteriores codificaciones para 

transformarla a la de “conducta punible”, resaltando la adopción en toda su extensión a un 

derecho penal de acto y no solo de consumación y, en otros apartes de la exposición de 

motivos se ocupó del tema del restablecimiento del derecho indicando que en los eventos en 

la víctima se constituya en parte civil y se demuestren los perjuicios ocasionados, procederá 
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a su declaración dentro de la misma sentencia, adoptando lo descrito en la Sentencia C-277 

del 3 de junio de 1998 (Corte Constitucional Colombiana,1998). 

 

También se mencionó respecto a que el funcionario judicial aplicará normas rectoras 

cuando los perjuicios no puedan ser evaluados pecuniariamente y de la adopción de medidas 

para que cesaran los efectos creados por la comisión de la conducta punible, dando 

expresiones de un justo equilibrio entre las partes y que en las sentencias o decisiones 

adoptadas no fueran verdades a medias, sin que se tuviera en cuenta a la víctima o 

perjudicados y se le diera la oportunidad al procesado de dar por terminado un proceso penal, 

por lo que esta norma, actualmente se encuentra vigente respecto a la figura de indemnización 

integral la cual es concordada con la Ley 599 de 2000 -Código Penal Colombiano-, que 

también indica como forma de extinción de la acción penal a la indemnización integral, que 

se desprende del numeral séptimo del artículo 82 de la citada norma (Congreso de la 

Republica de Colombia, 2000). 

 

Se ve, que la Ley 600 de 2000 -Código Procesal Penal- al respecto mantuvo esta 

importante evolución como mecanismo de extinguir la acción penal en su artículo 38, donde 

estableció que la acción penal se extingue por muerte, desistimiento, amnistía, prescripción, 

oblación, conciliación, indemnización integral y en los demás casos contemplados por la ley. 

Y en el mismo capítulo denominado la acción penal en el artículo 42, desarrollo la forma de 

aplicación, Así: 

 

…Indemnización integral. En los delitos que admiten desistimiento, en los de 

homicidio culposo y lesiones personales culposas cuando no concurra alguna de las 

circunstancias de agravación punitiva consagradas en los artículos 110 y 121 del 

Código Penal, en los de lesiones personales dolosas con secuelas transitorias, en los 

delitos contra los derechos de autor y en los procesos por los delitos contra el 

patrimonio económico, la acción penal se extinguirá para todos los sindicados cuando 

cualquiera repare integralmente el daño ocasionado. Se exceptúan los delitos de hurto 

calificado, extorsión, violación a los derechos morales de autor, defraudación a los 

derechos patrimoniales de autor y violación a sus mecanismos de protección. La 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000_pr003.html#110
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000_pr004.html#121
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extinción de la acción a que se refiere el presente artículo no podrá proferirse en otro 

proceso respecto de las personas en cuyo favor se haya proferido resolución 

inhibitoria, preclusión de la investigación o cesación por este motivo, dentro de los 

cinco (5) años anteriores. Para el efecto, la Fiscalía General de la Nación llevará un 

registro de las decisiones que se hayan proferido por aplicación de este artículo. La 

reparación integral se efectuará con base en el avalúo que de los perjuicios haga un 

perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo o el perjudicado manifieste 

expresamente haber sido indemnizado”. (Congreso de la Republica de Colombia, 

2004). 

Al respecto de las normas antes citadas, la Corte Constitucional también hizo un 

análisis en la sentencia de tutela T-1062 del año 2002 en sede de revisión, donde sostuvo que 

era consecuente con la especial protección a las víctimas de hechos punibles el que la 

Constitución permitiera que la acción penal se extinguiera por la reparación integral del daño 

(Corte Constitucional Colombiana, 2002). 

La Corte Constitucional en Sentencia C-228 de 2002 determinó que la parte civil, la 

víctima y el perjudicado son conceptos jurídicos diferentes, indicando que la víctima es la 

persona en la cual se materializa la conducta punible, mientras que el denominado 

perjudicado tiene una connotación de mayor envergadura, ya que comprende a todos los que 

han sufrido un daño, así no sea patrimonial, como consecuencia de la comisión del 

comportamiento delictivo y, respecto de la parte civil la denomina como ese instituto jurídico 

por medio del cual le permite a las víctimas o perjudicados, participar como sujetos en el 

proceso penal y no solo en sentido patrimonial, ya que tiene una intervención de miembro de 

la sociedad civil en un proceso conducido por el Estado, en razón a su interés legítimo en el 

curso y resultados del proceso penal, para obtener verdad y justicia los cuales también fueron 

reafirmados en el fallo C- 916 de 2002 (Corte Constitucional Colombiana,2002). 

Miremos las consideraciones que se tuvieron en estos pronunciamientos, primero el 

derecho a las víctimas a participar activamente en el proceso, al estar ligada su condición 

sobre la esfera de la dignidad humana, como eje de la Constitución Política, tal como está 

dispuesto en el artículo primero, que representa el Estado Social de Derecho y así las víctimas 
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y perjudicados por un hecho punible pueden exigir de los demás un trato acorde con su 

condición humana. Por lo que, si la única protección que se les brinda a los perjudicados 

como a las víctimas es solo una reparación de tipo económico se vulneraria esa condición 

intrínseca, en palabras de la Corte Constitucional el principio de dignidad impide que la 

protección a las víctimas y perjudicados por un delito sea exclusivamente de naturaleza 

económica. 

De esta forma se consolida la protección de los derechos de las víctimas, sin disminuir 

la importancia del derecho de la parte civil a la indemnización de los daños que se le hayan 

ocasionado, por ello la Corte Constitucional en esta decisión señaló que la Constitución 

garantiza, aún en casos de amnistías o indultos generales por delitos políticos, que cuando el 

legislador decide eximir de responsabilidad civil a los favorecidos con tales beneficios, el 

Estado deberá asumir las indemnizaciones a que hubiere lugar. Adicionalmente en el año 

2002 la misma corporación estimó que si bien la indemnización de daños es sólo uno de los 

elementos de la reparación a las víctimas y respecto del restablecimiento de sus derechos 

supone otros elementos más que la sola indemnización, aclarando que la Carta protege 

especialmente el derecho de las víctimas a la reparación de los daños ocasionados por la 

conducta punible, para obtener verdad y justicia (Corte Constitucional Colombiana, 2002). 

Del mismo modo la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado 

en su función de órgano de cierre en materia penal, donde ha aducido que la reparación de 

los daños ocasionados por un delito, cuando es integral, esto es, por abarcar no solo lo que 

cuantitativamente puede representan los daños y perjuicios ocasionados, sino también a los 

ofendidos o perjudicados en el proceso, por lo que sería improcedente la acción penal y 

extinción de la acción civil, sin que se hagan esos reconocimientos (Corte Suprema de 

Justicia, 2002). 

Las anteriores sentencias fueron citas en la sentencia C-899 de 2003, que analizó y 

declaro exequible la expresión “indemnización integral”, contenida en el artículo 38 del 

Código de Procedimiento Penal -Ley 600 de 2000-, así como el artículo 42 del mismo 

Código, donde la Corte manifestó que la indemnización de los perjuicios materiales 

producidos por el ilícito es una institución ajustada al sistema jurídico Colombiano, 
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especialmente a su carta fundamental de derechos y, que en esos términos aquella tiene 

repercusiones claras en el ideal de justicia que pretende alcanzar el constituyente en su 

artículo 2º, sin afectar el principio de igualdad constitucional, en que la indemnización 

integral de perjuicios se erija en causal de extinción de la acción penal, como tampoco puede 

inferirse que del texto legal se incite al uso indebido de dicha institución. Por tal razón, 

también por este aspecto, el artículo 42 del Código de Procedimiento Penal es exequible 

(Corte Constitucional Colombiana, 2003). 

Ahora, se indica que se encuentra vigente la Ley 906 de 2004 – Código de 

Procedimiento Penal-, respecto de este tema, ya que, al hacer el análisis del nuevo estatuto 

procesal penal, la figura de extinción por indemnización integral no se encuentra consagrada, 

ya que no se reguló expresamente esta causal para dar por terminado un proceso, de tal 

manera la Ley 906 de 2004 expresa en su artículo 77: 

 Extinción. La acción penal se extingue por muerte del imputado o acusado, 

prescripción, aplicación del principio de oportunidad, amnistía, oblación, caducidad 

de la querella, desistimiento, y en los demás casos contemplados por la ley. (Congreso 

de la República, 2004).  

Debido a que la norma actual procesal no indicó taxativamente que se podía extinguir la 

acción penal con motivo de la aplicación de la indemnización integral, tanto la Corte 

Constitucional como los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia en una de las 

sentencias más recientes, identificada con radicado No. 45987 del 24 de febrero de 2016, y 

asimismo en la sentencia del 5 oct. 2016, Rad. 47990, se indica que, desde las 

consideraciones legales, la Corte Suprema de Justicia, ve viable a seguir dándole 

aplicabilidad a la indemnización integral resguardada en Ley 600 de 2004, en virtud del 

principio y derecho constitucional y fundamental de la favorabilidad. (Corte Suprema de 

Justicia, 2006). Así mismo se puede observar el artículo 324 numeral 1, de la ley 906 de 

2004, al establecer que el principio de oportunidad se aplicará cuando  

Se trate de delito sancionado con pena privativa de la libertad que no exceda en su 

máximo de seis (6) años y se haya reparado integralmente a la víctima, de conocerse 

esta,  y  además,  pueda  determinarse  de  manera  objetiva  la  ausencia  o  decadencia  
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del interés del Estado en el ejercicio de la correspondiente acción penal. (Congreso 

de la República, 2004, p. 83) 

Lo contrario ocurre con la Justicia Penal Militar, ya que en la Ley 522 de 1999 – 

Código Penal Militar- (parte procedimental vigente), describe las formas respectivas de 

extinguir la acción penal en un proceso de esta connotación, denotando entre ellas: la muerte 

del procesado, el desistimiento, la amnistía e indulto, la prescripción, la oblación y la 

rehabilitación, estableciendo en el acápite procesal de esta misma norma, que la acción penal 

se extingue en los casos previstos en esta Ley, dejando por fuera la indemnización integral.  

Por lo que tratándose de una norma especial regida bajo el principio de libertad de 

configuración legislativa no podría aplicarse a los destinatarios de la misma, situación más 

confusa, cuando al expedir la Ley 1407 de 2010 – Código Penal Militar- la cual se encuentra 

vigente en su parte sustantiva, se mencionó la figura de indemnización integral como forma 

de extinguir la acción penal en su artículo 75 numeral octavo, pero no hay como darle 

aplicación procedimentalmente, pues aunque se encuentre dispuesta taxativamente en la 

parte sustancial, dicha norma no entró en vigencia para su parte procesal, que sigue 

rigiéndose por la Ley 522 de 1999, que como se indicó anteriormente no contempla esta 

forma de extinción de la acción penal. 

 

3. Aplicación analógica de la norma respecto a la indemnización integral 

 

A fin de poder determinar una solución jurídica para el planteamiento del problema 

investigativo, se hizo necesario aplicar la analogía entre las normas procesales que rigen en 

materia penal ordinaria y en materia penal militar, a fin de evidenciar un complemento entre 

las mismas a la hora de aplicar las normas dentro del respectivo Proceso Penal Militar, para 

poder emplear el uso de la figura jurídica como manera de extinguir la acción penal dentro 

de la justicia penal especializada.  

 

3.1.  Análisis de la normatividad referente a la indemnización integral 
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La indemnización integral fue elaborada como estrategia de las políticas criminales 

que incluían a las víctimas en la reparación de los daños, esto, bajo el influjo avanzado de las 

teorías sobre derechos humanos, donde se dio importancia para que se consagraran normas 

que garantizaran derechos de los perjudicados del delito.  

 

Este pensamiento buscó adaptar del Derecho Penal a fines estables en la naturaleza 

propia de los Estados Sociales de Derecho, a partir de lo que se pretendía con la pena, con la 

proposición de la reparación como consecuencia del hecho mediante una prestación 

voluntaria del autor a favor del lesionado, siendo acogida estas posturas en la legislación 

colombiana, al vincular a las víctimas taxativamente en la Constitución Política de 1991 y su 

legislación reglamentaria en materia penal, considerando que la comparación de normas 

internacionales e internas se podría hacer a través de la “Norma rectora de integración”, con 

el fin de aplicar disposiciones de otros códigos dentro de un proceso penal y aunado a ello se 

dio en esta normalización una solución alternativa para dar por terminado un proceso penal, 

como se describe el artículo 250 de la Constitución Política que le concede a la Fiscalía 

General de la Nación poder aplicar el principio de oportunidad, para ser regulado dentro del 

marco de la política criminal del Estado, dejando por fuera los delitos cometidos por 

Miembros de la Fuerza Pública que contaran con fuero penal.  

 

La protección a las víctimas y la compensación autor-víctima, han estado en 

permanente discusión dentro de la política criminal en todo el mundo, pues se hablaba 

inicialmente de la resocialización, fijando la atención exclusivamente en el autor de la 

conducta punible y su vinculación nuevamente a la sociedad, mientras que en este momento 

se dirigió la mirada al ofendido, anunciando el redescubrimiento de la víctima del delito no 

solo para la reparación del daño, sino para la búsqueda de la verdad y justicia. 

 

Por eso, en materia legal para enrolar la nueva constitución se dio inicio a iniciativas 

legislativas que llevaron al nacimiento a la Ley 599 de 2000 y la Ley 600 de 2000, Código 

Penal y Código de Procedimiento Penal, respectivamente, donde se buscó adecuar de normas 

penales a los principios fundamentales consagrados en la nueva Constitución, entrando en 

vigor conceptos de Estado Social de Derecho y el derecho a las víctimas, encontrando el tema 
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del restablecimiento del derecho para que la víctima se constituyera en parte Civil dentro de 

un proceso penal y demostrara los perjuicios ocasionados con el fin de ser declarados estos 

detrimentos dentro de la misma sentencia. Se concedió a los funcionarios judiciales para que 

aplicarán normas rectoras cuando los perjuicios no pudiera ser evaluados pecuniariamente y 

se adoptaran medidas para cesar efectos creados por la comisión de una conducta punible, 

incorporándose el concepto de justo equilibrio entre las partes, con el fin que las decisiones 

acogidas estas no fueran vulneradoras de los derechos, pues se debía incluir a los 

perjudicados del hecho, dando la oportunidad tanto al procesado como a las víctimas de 

construir una solución consensuada y así dar por terminado un proceso penal.  

 

Mirar como la norma estableció determinados requisitos para poder llegar a la 

edificación de soluciones en materia penal, es por ello que el Código Penal Colombiano, 

indicó como una causal de extinción de la acción penal a la indemnización integral en su 

artículo 82 en los determinados casos previstos en la ley. Del mismo modo se encuentra que 

el Código Procesal Penal, Ley 600 de 2000, que se encuentra vigente por integración 

normativa, al respecto mantuvo esta importante evolución como mecanismo de extinguir la 

acción penal en su artículo 38, incluyendo como una de sus formas a la indemnización 

integral de manera taxativa.  

 

Las normas antes citadas tuvieron un control constitucional, donde la Corte en sus 

consideraciones, determinó que le reconoce su condición de víctima o perjudicado en el 

proceso, sobre la esfera de la dignidad humana, tal como está dispuesto en el artículo primero 

constitucional, pues se representa el Estado Social de Derecho, ya que estos sujetos pueden 

exigir de los demás un trato acorde con su condición humana, no limitando la protección en 

temas netamente patrimoniales o reparaciones de tipo económico, pues se vulneraria esa 

condición intrínseca, sino fue más allá al estimar que la parte civil busca obtener verdad y 

justicia. La descripción normativa y jurisprudencial corresponde al avance en la jurisdicción 

ordinaria. 

 

En contraposición a la postura comparada en antelación, se tiene que indicar que hay 

dimitentes de la aplicación de la reparación del daño como sustituto de penas privativas de 
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la libertad, indicando que se estaría privatizando el Derecho Penal y la sustitución general de 

la penalidad por diálogos y reparaciones, pues no se podría colocar al infractor de una 

conducta delictiva con la víctima o perjudicado a negociar como reparar el daño y buscar 

reconciliarse, deviniendo presiones indebidas y retrotrayendo todo al plano económico “de 

quien tiene más”, generándose un factor que afectaría el normal desarrollo de la sociedad, 

pues quedaría en el imaginario que si se comete una actuación contraria a derecho esta sería 

solucionada de manera onerosa o por el contrario, en muchos casos la víctima buscaría su 

propio perjuicio para arreglar económicamente conforme a sus necesidades, viendo así 

afectado el Estado, el cual tiene bajo su tutela garantizar la investigación penal, dejando en 

una peligrosa libertad al autor y a la víctima respecto de sus posturas, principalmente a la 

capacidad de poder económico. 

 

Esta última postura podría decirse que se ha manifestado en la Jurisdicción Penal 

Militar, ya que se ha exteriorizado que el carácter especial genera autonomía y libertad de 

configuración legislativa, esgrimidas para negar a los uniformados ciertos reconocimientos 

que se le otorgan a un ciudadano del común, no pudiendo acogerse los miembros de la Fuerza 

Pública a determinadas figuras jurídicas para acceder a beneficios penales o a la construcción 

de soluciones consensuadas, como lo es el caso de la indemnización integral, pues se 

evidencia que la Ley 522 de 1999 -Código Penal Militar-, describió distintas causales de 

extinguir la acción penal tales como la muerte del procesado, el desistimiento, la amnistía e 

indulto, la prescripción, la oblación y la rehabilitación, sin hacer mención de otro tipo de 

causal. Por lo que inicialmente podríamos decir que no se podría acceder a la indemnización 

integral para poder terminar un proceso penal militar, por tipos penales comunes, que 

adelanta esa jurisdicción. 

 

De lo anterior es necesario analizar las condiciones legales y jurisprudenciales para 

que comparativamente se demuestre que los destinatarios de la ley penal castrense, puedan 

ser acreedores de la figura de indemnización integral para dar por terminado un proceso penal 

militar y el primer avance se da en la Ley 1407 nuevo Código Penal Militar, el cual, se 

encuentra vigente en su parte sustantiva, más no en su parte procedimental, donde en esa 

estructura inicial se mencionó por primera vez la figura aquí estudiada, siendo puntualizada 
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en el artículo 75 numeral 8 de esa norma, pero a pesar de ello, no tuvo el desarrollo normativo 

de cómo poder ser aplicada, dejando vacíos en los operadores judiciales castrenses, 

investigados y víctimas. 

 

Se debe hablar de la condición de dignidad humana, pues no se puede ver al integrante 

de la Fuerza Pública en condiciones distintas a la de una persona del común, esto a partir de 

los principios humanistas consagrados en la Carta Política y los Tratados Internacionales; 

igualmente le son aplicables otros  principios que definen las distintas formas de dar por 

terminado un proceso, diferentes a la pena, pues las mismas razones estudiadas para los 

investigados y condenados por la Justicia Penal Ordinaria, aplican para los que lo son por la 

Jurisdicción Penal Militar, no impidiendo considerar que la indemnización integral pueda ser 

otorgada a quienes decidan optar a ella. La Constitución de 1991 consagra la dignidad 

humana como principio y valor fundamental el cual funda el Estado Social de Derecho, 

siendo necesario garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes concebidos 

en ella para asegurar la convivencia y un orden justo, en tanto constituye norma vinculante 

para todas las autoridades, indicando el trato especial hacia el individuo, pues es un fin para 

el Estado y especialmente para los jueces, pues este principio es el parámetro interpretativo 

de todas las normas del ordenamiento jurídico Colombiano. Bajo esta consideración los 

investigados aforados castrenses deben ser tratados humanamente y con respeto de sus 

derechos humanos. 

 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en sus artículos 14 y 16 

indican que el derecho a la igualdad se entiende que se debe ser reconocido como una persona 

ante la ley; igualmente este reconocimiento lo hace la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en los artículos 24 y 25, que hablan sobre la igualdad y las garantías 

judiciales, de allí que no solo la dignidad humana guarda relación con la interpretación 

comparativa de las normas respecto de la persona, sino también como expresión del libre 

desarrollo de la personalidad humana, tanto para víctima o perjudicado y el autor de la 

conducta, en buscar la edificación de posibles reparaciones integrales para dar por terminado 

un Proceso Penal Militar, teniendo la obligación las instituciones estatales de permitir estas 
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medidas en tanto sean razonables y legales sin entorpecer este desarrollo como un fin del 

sistema penal.  

 

Ahora bien, tanto en el Código Penal y Procesal Penal como en los símiles de la 

Justicia Penal Militar, admiten el principio de integración normativa, como el principio de 

favorabilidad, el primero de ellos consagrado en el artículo 2º de las dos codificaciones 

penales de carácter ordinario y los artículos 14 y 18 de las leyes penales de carácter militar, 

estableciendo que los postulados sobre derechos humanos que se encuentren consignados en 

la Constitución o en los tratados y convenios ratificados por Colombia, harán parte integral 

de esos códigos, normas que se entienden como desarrollo del artículo 93 de la Constitución 

Política al indicar que se debe dar una interpretación de los derechos y deberes consagrados 

en la Carta, de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 

ratificados por Colombia, por la jerarquización normativa que la Constitución manifiesta en 

el artículo 4 como norma de normas, por lo que para la presente investigación parte refiriendo 

que la interpretación de las normas es constitucional. 

 

El segundo de los principios es el de favorabilidad descrito en el artículo 29 

constitucional, ya que en materia penal se entiende que la ley permisiva o favorable, aun 

cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable y es lo que se 

observa respecto de la figura de la indemnización integral, pues en la Jurisdicción Penal 

Ordinaria que desarrolló esta forma de terminación de un proceso penal, conforme a la Ley 

600 de 2000, forma que no fue incluida en la actual Ley 906 de 2004 (Código procesal penal 

vigente), donde se dio un cambio del sistema penal mixto al acusatorio, lo que había dejado 

en un limbo jurídico la aplicación de esta causal de extinción de la pena, la cual se autorizó 

por medio de la Jurisprudencia, en donde se entiende que la aplicación de esta figura en las 

condiciones reseñadas, no sólo no pervierte la naturaleza del sistema acusatorio, sino que 

político criminalmente se ajusta a sus necesidades y a la voluntad del legislador al 

implementarlo. 

 

Siendo entonces, compatible la indemnización integral con el modelo de justicia 

restaurativa del sistema acusatorio, no solo desde su modelo de sistema procesal, sino acorde 
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a las disposiciones normativas resguardadas en la Ley 906 de 2004, entre las que se podrían 

resaltar la potestad del juez para autorizar acuerdos entre las partes, la protección a los 

derechos de las víctimas respecto a la integral reparación de los daños sufridos a partir de lo 

estipulado en la norma y, la adopción de medidas por parte del ente acusador y los jueces 

tendientes a cesar los efectos producidos por el delito y la restauración en lo posible a su 

estado anterior. Por ello, jurisprudencialmente se ha entendido que en la aplicabilidad del 

articulado de la Ley 600 de 2000, respecto a la indemnización integral, es aplicable 

actualmente, mientras no se haya dictado sentencia, y se acrediten los requisitos exigidos por 

la ley.  

 

Por su parte, la Jurisdicción Penal Militar tiene en el artículo 14 de la Ley 1407 de 

2010, el principio de integración y en el artículo 8 del principio de favorabilidad, por lo que 

procesalmente se debe acudir a la legislación complementaria, en este caso a leyes ordinarias, 

lo cual no significa que no se pueda acudir a codificaciones del mismo rango o que todas las 

medidas y formas del proceso militar deban encontrarse formalmente incorporadas en el 

Código de Justicia Penal Militar, pues una ley ordinaria puede modificar, adicionar o regular 

asuntos relativos a esta justicia sin que esto implique algún vicio de inconstitucionalidad, 

pues jerárquicamente guardan la misma línea longitudinal.  

 

Siendo aplicable el artículo 42 de la Ley 600 para que a través de la descripción y 

requisitos establecidos en esa norma se pueda dar por terminado un Proceso Penal Militar, el 

cual debe cumplir adicionalmente los elementos constitutivos del fuero penal militar, en los 

precisos términos de la Carta Política, un elemento subjetivo – ser miembro de la fuerza 

pública en servicio activo – y, un elemento funcional – el hecho delictivo debe tener relación 

con la función asignada a la Fuerza Pública, relación que debe ser próxima y directa, derivada 

del ejercicio de las actividades específicas que se orientan a cumplir y que son las finalidades 

propias de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, debiéndose distinguir entre los actos 

que ejecuta el miembro de la Fuerza Pública en ejercicio de las actividades propias y los actos 

que ejecute en su esfera privada. 
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Resta ahora, entrar a determinar si el análisis analógico de los principios reglados en 

ambos estatutos, como se vio en anterioridad, son aplicables en los aspectos tanto objetivos 

como subjetivos que ha traído el desarrollo normativo penal en la jurisdicción ordinaria, para 

determinar su aplicación en la justicia militar y, establecer si del actuar de un miembro de la 

Fuerza Pública surge la oportunidad de darle aplicación a la indemnización integral, cuando 

cometa los delitos que admitan esta figura y poder dar por terminado un proceso penal. 

 

 

3.2.  Aplicación analógica de la indemnización integral de la Ley 600 de 2000 

a la Ley 522 de 1999 

 

 

Obsérvese, que el operador judicial militar o policial podría tomar decisiones por 

causales de terminación, así no estén taxativamente en sus normas especiales, pues no 

existiría una limitación frente a las hipótesis dispuestas en el artículo 42 de la Ley 600 a la 

que se alcanzaría por el principio de integración, igualdad y favorabilidad ya mencionados, 

su interpretación y aplicación es constitucional, lo que si tendría que verificar es el tipo penal 

por el cual se procesa al investigado, recordando que el Código Penal Militar en su Título IX 

establece los delitos comunes y en su artículo 171 determina que cuando un miembro de la 

fuerza pública cometa delitos previstos en el Código Penal Ordinario, será investigado por la 

jurisdicción militar y policial de conformidad con las disposiciones penales militares. Esto 

nos permite indicar que las conductas que admitan desistimiento, como lo son los delitos 

querellables descritos en el artículo 74 de la Ley 906, así como el homicidio culposo, podrían 

verse acogidos para posibles indemnizaciones integrales y dar por terminado un proceso 

penal militar; pudiendo mencionarse también conductas que no tienen señalada pena 

privativa de la libertad con las excepciones contempladas en esa ley,  inducción o ayuda al 

suicidio, lesiones personales sin secuelas que produjeren incapacidad para trabajar o 

enfermedad sin exceder de sesenta (60) días, lesiones personales con deformidad física 

transitoria, lesiones personales con perturbación funcional transitoria, lesiones personales 

culposas, omisión de socorro, violación a la libertad religiosa, injuria, calumnia, hurto simple 

cuya cuantía no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales 
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vigentes, abuso de confianza, daño en bien ajeno, violación de los derechos de reunión y 

asociación, entre otros. Y es aquí donde centramos nuestra atención, pues las conductas más 

investigadas en la justicia militar son las lesiones personales, ya que la posible conducta de 

abuso de autoridad (Articulo 416 Ley 599) se encuentra exceptuada para desistimiento en el 

régimen común y en materia penal militar dicho abuso (artículo 165 Ley 1407) no sería 

tampoco viable para indemnización. Pero este delito de abuso en ambas jurisdicciones es 

residual, es desplazado por otros tipos penales, que generalmente es el delito de Lesiones 

Personales, por eso es que la aplicación de la indemnización integral ayudaría a la 

descongestión de los despachos penales militares siendo más eficaz y eficiente esta 

jurisdicción, con la construcción de soluciones integrales para el investigado y su víctima o 

perjudicado 

 

La integración prescrita en el canon 14 castrense, elevada al rango de principio rector, 

encuentra sentido cuando se acude a institutos procesales de naturaleza viable, como lo es la 

indemnización integral, pues es un instituto que responde a una política criminal respecto de 

delitos comunes de los cuales es destinatario el miembro de la Fuerza Pública y se optaría 

una vez sean cumplidas las demás condiciones traídas en el artículo 42 de la Ley 600, como 

lo es, que la extinción de la acción no podrá proferirse en otro proceso respecto de las 

personas en cuyo favor se haya proferido resolución inhibitoria, preclusión de la 

investigación o cesación por ese motivo, poniendo un límite de tiempo de cinco (5) años y el 

control seguirá en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, quienes llevan un registro de 

las decisiones que se hayan proferido por aplicación de ese artículo y tendrá el juez penal 

militar que informar que providencias ha adoptado bajo esa causal para el respectivo control. 

Para efectos de la reparación integral se efectuará como lo indica la norma con base en el 

avalúo que de los perjuicios haga un perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo o el 

perjudicado manifieste expresamente haber sido indemnizado. 

   

La extinción de la acción penal se haría por auto inhibitorio o por cesación de 

procedimiento, a lo cual se puede concluir que efectivamente es aplicable esta forma de 

terminación de un proceso penal, pues, el rigor de la Ley Penal Militar, los móviles que 

determinan su aplicación y las medidas que se adoptan por ser un régimen especial ,esto no 
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quiere decir que su aplicación sea rígida o arbitraria, pues se trata de garantizar que se 

cumplan los preceptos normativos traídos desde la Constitución y su bloque de 

constitucionalidad, de aplicación indiscutible en un Estado Social de Derecho, por tanto, son 

las infracciones menos lesivas que ameritan la construcción de soluciones para proteger los 

bienes jurídicamente tutelados de las víctimas y permitan la participación del infractor para 

que las partes se sientan satisfechas y den por terminado un proceso penal militar. 

 

Lo que hace que el operador judicial castrense contemple a la indemnización integral 

como una medida aplicable a las conductas que lo admitan, en el restablecimiento de los 

derechos a la víctima y a la sociedad, aceptando la interpretación sistemática y analógica de 

las normas y, la implementación de lo que se evidencia en los contrarios dialecticos, que 

aducen cómo se hace necesaria la implementación de la reparación penal, llevando como eje 

central a la víctima y la aplicabilidad de mecanismos que efectúen una edificación 

consensuada de soluciones en materia penal militar, donde haya participación de las víctimas 

y los uniformados investigados, quienes en servicio y con ocasión a él, se vean inmersos en 

comportamientos que afecten a un ciudadano o al Estado, dentro de un procedimiento policial 

o militar. Bajo la óptica anterior se debe mirar a los integrantes de la Fuerza Pública, en 

cualquier circunstancia, con respeto de su dignidad humana para aportar a una Justicia 

Restaurativa, lo que generaría nuevas formas de convivencia acordes a las realidades que se 

viven. 

 

Conclusiones 

 

El presente trabajo se situó en comprobar a través de la investigación, cómo se integra 

la figura de la indemnización integral en un Proceso Penal Militar, por delitos comunes que 

la admitan, donde la acción penal se extinguiría cuando se repare integralmente el daño 

ocasionado.  Denotando con el análisis analógico como se puede aplicar lo reglado en la Ley 

600 de 2000, que para el efecto sería la norma aplicable que vigoriza esta causal, pues no se 

contempló taxativamente en los Códigos Penales Militares y es una forma de construir 

soluciones en un proceso de esta naturaleza.  
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Teniendo en cuenta lo anterior, el problema jurídico planteado se encaminó a 

evidenciar que en un proceso de naturaleza especial penal militar, por conductas punibles de 

origen común, se pudiese acceder a figuras distintas para extinguir la acción penal, diferentes 

a las establecidas en el Código Penal Militar y, que son reconocidas en las normas ordinarias. 

 

De igual forma se analizó la condición de cómo los uniformados vinculados dentro 

de un proceso penal militar podrían verse afectados por no estar regulada la causal de 

indemnización integral dentro de las normas especiales, causal esta que sí se encuentra 

contemplada en las normas ordinarias, encontrándonos frente a una posible vulneración de 

principios fundamentales. 

 

La Constitución Política garante de la dignidad humana, permite que los procesos y 

procedimientos adelantados bajo la legalidad y legitimidad del Estado, se adelanten con el 

respeto que representa cada persona, bien sea en su condición de miembro de la Fuerza 

Pública o un civil, es por ello, que ha de permitirse la aplicación de normas generales que no 

riñen con las especiales y que se puedan integrar. 

 

Se hizo un análisis de integración normativa bajo un método analógico, es decir, se 

estudió el caso conforme se vislumbra en la jurisprudencia y los principios aplicables, para 

mirar cómo se emplea la indemnización integral en la jurisdicción ordinaria y proponer las 

mismas condiciones en un Proceso Penal Militar. 

 

El que exista un vacío legal en la figura de indemnización integral,  afecta la eficacia 

del derecho y con ello a uno de sus elementos esenciales que es la favorabilidad penal, por 

lo que a través del estudio analógico se llegó a complementar esos vacíos y la manera de ver 

esta figura jurídica, la cual beneficia a ambas partes (víctima – victimario), en una 

investigación penal militar y así dar por terminado un proceso, en pro de la política criminal 

que estudia diversas soluciones a determinados delitos, donde se permita la recomposición 

de la sociedad.  
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La solución jurídica al problema de investigación planteado, desde la falta de eficacia 

de las normas procesales penales militares que regulan distintas formas de extinguir la acción 

penal, demuestran que existe un vacío en su cuerpo normativo, que afecta directamente la 

aplicabilidad de soluciones consensuadas, que traerían beneficios para las víctimas como 

para los investigados y en consecuencia a una forma ágil y rápida de dar por terminado una 

causa penal, por lo que se debe hacer una integración normativa que bajo un enfoque 

funcionalista y de analogía jurídica dando la prevalencia de la favorabilidad en los sumarios 

penales militares, permitiendo la entrada de la indemnización integral y así descongestionar 

los despachos judiciales especiales militares. 
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